Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 5 minutos) 


De acuerdo con el artículo 30 de la Ley N* 16.698, corresponde efectuar la designación de 
Presidente y fijar el régimen de trabajo de la Comisión. 


SEÑORA XAVIER.- Propongo al señor Senador Saravia para ocupar la Presidencia. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta formulada. 

(Se vota:) 

6 en 7. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia el señor Senador Saravia) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 16 y 6 minutos) 


SEÑORA XAVIER.- Con relación al régimen de trabajo, podría surgir una dificultad porque los martes a 
la hora 17 sesiona la Comisión de Salud Pública. Ya pedimos a la Secretaría de esa Comisión que 
procure una alternativa de funcionamiento hasta que ésta culmine su trabajo, a los efectos de tener 
tiempo suficiente como para poder sesionar. En caso de no encontrarse un día y hora alternativos para 
la Comisión de Salud Pública, el trabajo de ésta se verá afectado. Por lo tanto, en el día de hoy 
deberíamos fijar un régimen tentativo de funcionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En conversaciones con los señores Senadores habíamos decidido sesionar 
todos los martes durante por lo menos dos o tres horas. 


SEÑOR AMORÍN.- Personalmente, creo que estaría bien sesionar los martes a las 16 horas y culminar 
cuando se agote el orden del día previsto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concuerdo con el señor Senador. Podríamos organizar el orden del día como 
para sesionar hasta la hora 19. 


El señor Senador Abreu pidió ser recibido en el día de hoy en primer lugar, y luego 
concurrirán el señor Senador Michelini y la ex Senadora Percovich. Considero que el próximo martes 
tendríamos que recibir al ex Senador Alfie y al Doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑOR GALLINAL.- En mi opinión, el próximo martes deberíamos recibir al ex Senador Alfie y al ex 
Diputado Lorenzo, porque sería necesario contar con esos testimonios antes de recibir al Doctor 
Gonzalo Fernández. 


SEÑOR MOREIRA.- Propondría que también se recibiera al actual Prosecretario de la Presidencia y ex 
Diputado, doctor Diego Cánepa, ya que su intervención en el tema está ligada a la de Lorenzo. Por lo 
tanto, me parece oportuno que comparezcan los tres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si no hay objeciones, la semana próxima recibiremos al ex 
Diputado Lorenzo, al ex Senador Alfie y al doctor Cánepa. 


Por otra parte, hoy comentamos sobre si íbamos a convocar a la prensa, que tuvo una 
importante actuación en cuanto a la cuestión de fueros. Considero que podríamos convocar a 
periodistas de Brecha, sobre todo por el artículo de Blixen, pero lo estoy consultando con los señores 
Senadores. 


SEÑORA XAVIER.- Además de fijar la agenda de trabajo de la Comisión, lo fundamental es investigar 
la actividad de la Cámara de Senadores en el tratamiento de la Ley N* 18.411. Entonces, no 
deberíamos excluir de la agenda la comparecencia de los miembros de la Cámara de aquel momento, 
más allá de que no vayan a hacer exposiciones tan extensas como las que nos van a insumir estas 
primeras. Me parece que aquí hay un tema claro y es que el objeto de esta Comisión es determinar el 
grado de autonomía o, eventualmente, si existió algún elemento que impidió tomar una decisión por 
parte de cada uno de los Legisladores al momento de votar esa ley. Por ello es importante que 
tengamos claro el objeto de esta Comisión, sin perjuicio de lo que acordemos hoy. Además, no 
tenemos por qué cerrar las convocatorias al día de hoy, ni adelantarnos más allá de tres semanas. 


Lo otro que debemos considerar es el tipo de funcionamiento que vamos a tener. La norma 
original preveía un funcionamiento secreto, mientras que la modificativa de la ley de comisiones 
investigadoras plantea que es la Comisión la que lo debe determinar. Personalmente, considero que 
puede tener un régimen abierto con algunas instancias secretas, si así lo entiende, todo esto sin 
perjuicio de que el Plenario del Senado pueda modificar la situación. Deberíamos, por tanto, determinar 
esos dos temas. 


Queda claro que el objeto de estas reuniones, como se trata de la acción legislativa de 
quienes integrábamos el Senado en la Legislatura anterior, es determinar si hubo algún tipo de 
interferencia en nuestra actuación con relación a la ley votada. Repito que el otro punto que debemos 
determinar es el régimen más conveniente para las sesiones de esta Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Estuvimos conversando con el señor Senador Moreira con respecto al carácter 
secreto de las actuaciones -incluso, intercambiamos opiniones con otros señores Senadores- y 
creemos que ello no es bueno para el Senado y, con toda lógica, puede no caer bien en tanto de 
alguna manera estamos investigando nuestra propia actuación. Pienso que estaríamos ganándonos 
críticas sin fundamento cuando el paso importante a dar era crear la Comisión Investigadora, cosa que 
ya hemos hecho pues la estamos instalando. Sin perjuicio de eso, si en alguna circunstancia algunos 
de los testigos, o la propia Comisión entiende que no hay que tomar versión taquigráfica y mantener la 
reserva, se discutirá y se tomará la decisión que sea pertinente. En principio, no somos partidarios de 
que las sesiones tengan carácter secreto, y esa es la decisión que nos proponemos adoptar en la 
Comisión. 


Por otro lado, me quiero referir al objeto de esta Comisión. La resolución a que hizo 
referencia la señora Senadora Xavier también habla de la promulgación de la ley, donde intervienen 
otros órganos del Estado y no precisamente el Poder Legislativo. Ello puede ameritar que se pida 
alguna actuación con respecto a todo el proceso legislativo, que va desde la iniciativa hasta que la ley 
entra en vigencia; no lo limitaría. No vamos a andar con suspicacias ni con picardías; con el señor 
Senador Moreira tenemos la intención, por ejemplo, de presentar a la Comisión un conjunto de 
preguntas para que, por oficio, sean enviadas al ex Presidente de la República. No tenemos ninguna 
intención de convocarlo por la institucionalidad de ser ex Presidente, pero ello no quita que le 
podamos preguntar sobre las consideraciones que tuvo en aquel momento el Poder Ejecutivo -no el 
Presidente de la República- actuando en Consejo de Ministros, con el Secretario y con el Prosecretario, 
para no proceder al veto. 


Ese es el alcance que entendemos tiene el trabajo de esta Comisión y que surge del texto de 
la resolución aprobada, que además fue coordinada y negociada por todos los partidos y que permitió 
darle ese marco. 


SEÑOR AMORÍN.- Debo decir que considero esencial que el criterio de funcionamiento de esta 
Comisión sea público, no secreto, a los efectos de que la gente conozca todo lo que digamos aquí. En 
definitiva, entre otros temas, hacemos esto en aras de la transparencia de la actuación del Senado. 
Entonces, creo que si nos encerramos en nosotros mismos y no decimos lo que estamos investigando, 


sería algo totalmente negativo. En todo caso, si se diera alguna situación particular mediante la cual 
alguna declaración pudiera causar un perjuicio serio a una persona, a una institución o al país, en ese 
caso admitiríamos el secreto como circunstancia excepcional. Creo que el principio general debe ser 
un funcionamiento bien abierto y que debemos actuar, como dijo el Senador Gallinal, sin suspicacias. A 
su vez, pienso que es bueno que todos tengamos claro qué queremos, es decir, aclarar una situación 
desgraciada que no le hace bien a las instituciones del Uruguay. 


En cuanto a las citaciones, me parece bien que estemos pensando en las personas que 
recibiremos el día de hoy y también en las que vendrán la semana que viene. Las comisiones 
investigadoras intentan investigar por lo que, de acuerdo a lo que vayan diciendo las distintas personas 
que vengan a declarar, iremos avanzando. Quisiera poner un ejemplo al respecto. En el Senado, el 
Vicepresidente de la República dijo que, cuando se votó la primera ley, el doctor Gonzalo Fernández lo 
llamó para avisarle que tuviera cuidado, que ciertas partes no debían incluirse. Entonces, queremos 
saber cómo continuó esto, porque si los Ministros sabían que era un lío, cabe cuestionarse por qué 
cuando lo votó el Senado en otra instancia, a nadie se le ocurrió que podía generar problemas. En 
definitiva, creo que debemos esperar e ir analizando cómo avanza este trabajo. 


Por tanto, en lo personal estaría dispuesto a recibir hoy a las personas que se mencionaron 
hoy. También acompaño la propuesta en cuanto a que la semana próxima vengan a exponer el ex 
Senador Alfie, el ex Diputado Lorenzo y el doctor Cánepa; de acuerdo a lo que ellos expresen, 
podremos luego citar a más personas. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con lo expresado por el señor Senador Amorín. En lo personal, nunca se 
me había tratado de negligente en mi actuación legislativa y, por tanto, ante ello me parece que 
nosotros aquí debemos extremar el celo en cuanto a investigar todo lo que sea prudente, razonable y 
responsable. Yo también creo en el mismo dinamismo que señalaba el Senador Amorín en el sentido 
de que esto comenzó de una manera y luego tuvo una evolución hacia elementos nuevos que fueron 
surgiendo. En el ámbito legislativo, en un comienzo esto se planteó como una cuestión de fueros y 
como un tema que aparejó consecuencias que muchos de nosotros no habíamos advertido, pero luego 
se sucedieron determinadas informaciones que hicieron que incluso el Partido de Gobierno variara 
bastante su actitud original, lo cual es razonable porque estas circunstancias, cuando evolucionan, son 
dinámicas y obligan a tomar decisiones y cambiar actitudes. En ese sentido, pienso que debemos estar 
atentos a lo que vaya ocurriendo en este ámbito, a las informaciones que nos vayan brindando las 
personas que recibamos. Nosotros incorporamos la expresión “puesta en vigencia”, aludiendo a las 
circunstancias de la promulgación para que cobrara efectiva vigencia jurídica esta norma que aquí 
aprobamos por unanimidad, o prácticamente por unanimidad. 


Entonces, creo que además de estas exposiciones que escucharemos, debemos tener 
testimonios de las actuaciones judiciales que tienen relación con algunos aspectos relevantes en este 
tema -como la participación de defensores, la sentencia de Primera Instancia, la actuación de la 
Fiscalía, la sentencia del Tribunal de Apelaciones y los recursos de casación- porque me parece que 
también hacen a la cuestión y al resultado que se ha dado. Por tanto, pienso que es correcto 
considerar ahora cuáles van a ser las dos o tres primeras convocatorias; luego podremos analizar qué 
es lo que entendemos necesario -dentro del plazo perentorio que tenemos, aunque prorrogable- 
recoger como elementos de juicio, para así luego poder procesar los informes correspondientes. Digo 
esto con el sentido más amplio, de acuerdo con lo que opina el doctor Korzeniak de estas comisiones 
investigadoras, a lo que yo hacía alusión en la sesión plenaria del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar, entonces, si las sesiones de esta Comisión tendrán carácter 
público. 


(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que deberíamos pedir a la Secretaría que prepare una 
carpeta para cada uno de los integrantes de la Comisión con todos los antecedentes referidos a la 


aprobación de las dos leyes, es decir, la original y la modificativa. Me refiero concretamente a las 
versiones taquigráficas de las intervenciones en Sala, a otras iniciativas relacionadas que pudieran 
existir, etcétera. Me parece que eso sería muy importante para el trabajo de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Asimismo, sería fundamental conseguir el material que ha mencionado el 
señor Senador Moreira, es decir, los fallos en primera instancia, las apelaciones y la casación. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que la ley determina que la Comisión debe solicitar al Presidente del Cuerpo, 
por nota, que curse un pedido a la Suprema Corte de Justicia para hacerse de los antecedentes. Sin 
dudas, este es un tema sobre el que debemos acordar hoy en virtud del tiempo que insumirán esas 
gestiones. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Abreu) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Investigadora tiene mucho gusto de recibir al señor Senador 
Abreu. Comenzando con el régimen de trabajo, se ha decidido recibir a los señores Senadores que 
tuvieron que ver con este tema que nos convoca. 


SEÑOR ABREU.- Es un gusto -aunque no un placer- estar aquí en la tarde de hoy para dar una idea 
muy clara sobre la génesis de estas leyes. Este tema no se limita exclusivamente al proyecto de ley 
modificatorio, sino que hay que tener en cuenta el origen de la ley general aprobada en Comisión el 14 
de octubre de 2008. 


En aquella oportunidad, quien habla era miembro de la Comisión de Constitución y 
Legislación y ese día, cuando se inicia la sesión, su Presidente, en aquel momento el señor Senador 
Gargano, dice: “La Comisión ingresa al primer punto del orden del día referido al proyecto de ley, 
aprobado en la Cámara de Representantes, sobre la declaración judicial de concurso y organización 
empresarial. Dada la complejidad del tema y lo difícil que sería meternos a tocar las disposiciones, la 
Comisión entendió que no debía modificar ni un ápice del proyecto. Se encargó, además, al señor 
Senador Sanguinetti que elaborara el informe al Plenario del Cuerpo.” Por su parte, el señor Senador 
Michelini expresó: “El señor Senador Sanguinetti resumió la situación planteando que hoy las 
diferentes Bancadas contestaríamos si abríamos el proyecto o no. Por su parte, el señor Senador 
anunció que sería mejor no abrirlo, pues más allá de que todos quisiéramos perfeccionar ese proyecto, 
si lo abrimos seguramente no vamos a tener esa ley, que es muy importante. De alguna forma, el señor 
Senador adelantó su posición.” Frente a esto, el señor Senador Opertti manifestó: “Yo tengo instrucción 
en ese sentido.” A continuación, el señor Senador Michelini dijo: “La Bancada del Frente Amplio 
también está anunciando que no va a abrir el proyecto; en cierta medida, ya lo había insinuado. Por 
todo esto, creo que deberíamos votarlo y elevarlo al Plenario. No sé si el señor Senador Sanguinetti se 
había comprometido a informarlo.” 


A su vez, el señor Senador Opertti expresó: “En cuanto a quién va a realizar el informe, no 
estoy en condiciones de establecer si el señor Senador Sanguinetti podrá ser o no el Miembro 
Informante. Acaba de llegar mi colega y amigo el señor Senador Abreu, que reúne méritos conocidos 
en estos temas”  -aclaro que esto simplemente es un masaje al ego de carácter lateral- “por lo que, 
de nuestra parte, no hay ningún género de dificultad en que sea él quien lo informe.” y agrega: “El 
señor Senador Sanguinetti se reintegra la semana próxima.” Luego, el señor Senador Michelini dice: 
“Nosotros aspiramos a que la iniciativa sea votada mañana en el Plenario.” 


Entonces, imaginen ustedes la situación en la que un Senador es designado, bajo un código 
de esta naturaleza, veinticuatro horas antes, sin perjuicio de haber trabajado en forma intensa durante 
el desarrollo de la Comisión. 


A continuación, el señor Senador Opertti expresa: “Con muchísimo gusto planteamos que el 
señor Senador Abreu informe la iniciativa”. Y la señora Senadora Percovich, dice: “Como este proyecto 
de ley plantea alguna creación de cargos, debe ser votado antes del 25 de octubre. Por lo tanto, 
nosotros pretendemos elevarlo mañana al Senado”. 


Esto fue lo que sucedió en Comisión. 


Luego el proyecto de ley llega al Plenario con una vieja historia. 


El 16 de junio de 1998 ingresó para su tratamiento en la Cámara de Representantes un 
proyecto remitido por el Poder Ejecutivo por el que se proponía regular la declaración judicial del 
concurso. 


El 22 de febrero de 2000 se dispuso su pase a archivo, en aplicación del artículo 147 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes. 


El 7 de noviembre de 2000 el Poder Ejecutivo remitió a la Asamblea General un proyecto de 
ley de urgente consideración que dio origen a la Ley  N* 17.292, a través de la cual se establecieron 
normas concursales en los artículos 12 a 32. 


El 21 de agosto de 2006 el Poder Ejecutivo remitió a la Asamblea General un proyecto de ley 
referente a fenómenos de crisis económica y declaración judicial de concurso. 


El 1? de julio de 2008 es aprobado con modificaciones por la Cámara de Representantes. 


El 16 de julio de 2008 ingresa a la Cámara de Senadores y el 9 de setiembre comienza a ser 
tratado por la Comisión de Constitución y Legislación, que en ese momento era presidida por el doctor 
Sanguinetti. Su análisis se prolonga por el lapso de un mes y durante su tratamiento la Comisión 
recibió al Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, que lo hizo acompañado 
por los doctores Siegbert Rippe, Ricardo Olivera García, Israel Creimer, Javier Gomensoro y el 
economista Leandro Zipitria. Además, asistieron los doctores Matilde Carrau y Fernando Damasco, en 
representación de la Liga de Defensa Comercial; el doctor Juan Carlos Mazzotti, por el Colegio de 
Abogados del Uruguay; los contadores Alfredo Pignatta, Oscar Ruiz y Jorge Baruj, en representación 
del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, y por el Grupo de Estudio de 
Derecho Concursal de la Universidad de Montevideo concurrieron el doctor Francisco Cobas y la 
procuradora Andrea Lanzot. 


El 14 de octubre, Senadores de los tres partidos políticos expresaron en la Comisión su 
opinión favorable en el sentido de que el proyecto de ley fuera elevado tal como venía de la Cámara de 
Representantes y se evitara el riesgo de frustrar lo logrado, por los argumentos que establecíamos 
como referencia en la versión taquigráfica de la Comisión. Por su parte, los Senadores del oficialismo 
indicaron su pretensión de que la iniciativa fuera votada al día siguiente en el Plenario. Como dije 
anteriormente, en esa instancia fui designado miembro informante de la que luego sería la Ley No. 
18.387, relativa a la declaración judicial de concursos y reorganización empresarial. Por esta norma, 
que consta de 263 artículos, se modernizó una legislación vigente del siglo XIX unificando en un texto 
toda la materia referida a quiebras, concordatos, liquidaciones de sociedades comerciales, así como 
los concursos de personas físicas. 


El 15 de octubre de 2008 el Senado consideró y aprobó el proyecto de ley por el que se 
dictan normas para la declaración judicial del concurso y la reorganización empresarial. 


El 23 de octubre de 2008 el Consejo de Ministros promulgó la Ley N* 18.387, llamada 
Declaración Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial. En esos días de octubre de 2008 -no 
puedo precisar la fecha- mantuve una reunión con el entonces Ministro de Relaciones Exteriores, 
doctor Gonzalo Fernández, en la Cancillería, en la cual tratamos diversos temas. Comentando sobre el 
proyecto de ley de Declaración Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial me sugirió, a 
través de un comentario puntual, la necesidad de revisar el capítulo de las derogaciones que se habían 
planteado en esa norma de carácter general y, en particular, la conveniencia de derogar los artículos 42 
a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. La sugerencia que recibí fue en el sentido de evitar una duplicación de 
figuras delictivas para que quedara claro que también a los directores y administradores de las 
sociedades anónimas les era aplicable el régimen general, es decir, los delitos y penas previstos en el 
Código Penal para los casos de quiebra y fraude, y los delitos de insolvencia societaria fraudulenta y el 


recientemente creado de fraude concursal. En otras palabras, se trataba de suprimir la tipificación para 
dichos Directores y Administradores y evitar la superposición de diferentes tipologías penales 
aplicables a las mismas conductas, es decir, las consagradas en los artículos 42 a 44 y 76 de la vieja 
ley y la del Código Penal, y normas especiales actualmente vigentes. 


Como miembro informante de la Ley N* 18.387, estaba familiarizado con el proyecto de ley, 
por lo que tomé buena nota de una sugerencia que provenía de un destacado jurista con reconocida 
autoridad en la materia, Profesor Grado 5 de Derecho Penal en la Universidad de la República y, 
además, notoriamente versado en el texto, antecedentes, aplicación y efectos de la Ley N* 2.230, 
incluso, con un libro de su autoría, publicado para ascender en su carrera docente en la Universidad de 
la República. 


Analicé las disposiciones penales vigentes en la materia, las disposiciones del nuevo régimen 
legal así como el artículo 256 de la nueva ley  -las derogaciones- y concluí, por múltiples razones que 
desarrollaré, que le asistía razón al doctor Gonzalo Fernández. 


En los días que siguieron a la aprobación del proyecto de ley en el Senado, se planteó por 
parte del Poder Ejecutivo la necesidad de modificar la entrada en vigencia de la que sería la Ley N. 
18. 387, ya aprobada por el Poder Legislativo. En su artículo 255, se establecía que entraría en 
vigencia a los 180 días de su promulgación y sería aplicable a los concursos promovidos a partir de 
dicha fecha. Había situaciones de hecho, comentarios en el ámbito político, en el ámbito nacional, 
referidos a determinas circunstancias particulares, que no es del caso mencionar ni referir. Se propuso 
acortar este plazo, fijándolo en diez días a partir de su promulgación. 


En esas circunstancias, con el proyecto de ley de concurso y de organización empresarial ya 
aprobado por ambas Cámaras del Poder Legislativo, y ante la eventualidad de que se presentara un 
proyecto de ley que modificara su entrada en vigencia, propuse recoger la sugerencia del doctor 
Gonzalo Fernández respecto de la conveniencia de la derogación de los artículos 42 a 44 y 76 de la 
Ley N* 2.230. 


En el ámbito del Senado se entendió oportuna la propuesta y se elaboró un proyecto de ley 
que contemplaba ambas consideraciones: modificar el plazo de vigencia de lo que sería la Ley N* 
18.387 y eliminar la superposición de figuras delictivas, derogando el artículo 76 y los artículos 42 a 44 
de la Ley N?* 2.230. Por ello, este proyecto de ley contó con la firma de Legisladores de los tres 
partidos políticos allí representados. 


Este proyecto de ley fue presentado y aprobado en el Senado, en su sesión del 23 de octubre 
de 2008, a la que asistieron, bajo la Presidencia del Senador Mujica, los señores Senadores Antía, 
Antognazza, Astori -que votó a favor del repartido urgente de este proyecto de ley, pero pidió 
inmediatamente licencia; esto es importante porque prestó su voto para que el proyecto fuera repartido 
y para que fuera urgentemente considerado- Baráibar, Campanella, Couriel, Da Rosa, Domínguez, 
Doti, Fernández Huidobro, Gallicchio, Gallinal, Gamou, Gargano, Heber, Lapaz, Long, López, Michelini, 
Moreira, Obispo, Penadés, Percovich, Ríos, Saravia, Tajam, Vaillant y Abreu. 


En la oportunidad de su consideración en la Cámara de Representantes, el Diputado Álvaro 
Lorenzo planteó en el Plenario su duda sobre un “eventual zafarrancho jurídico”. En esa sesión 
expresó: “He consultado al señor Senador Abreu, quien me trasmitió el sentido de esta regulación y, 
asimismo, que el motivo de la propuesta de este proyecto tiene que ver con otra persona que se lo 
sugirió. Efectivamente, el Diputado Lorenzo me hizo esta consulta y le informé acerca de la sugerencia 
recibida de parte del doctor Gonzalo Fernández. De acuerdo a lo informado por el Diputado Lorenzo, el 
doctor Gonzalo Fernández se comunicó con él y le expresó probablemente las mismas razones que 
me dio a mí y algunas otras que el Diputado Lorenzo ha hecho públicas. En este contexto, el Diputado 
Lorenzo votó afirmativamente el proyecto de ley afirmando, según consta en la versión taquigráfica, 
que lo hacía porque “las informaciones que referí respecto del sentido de este artículo fueron 
efectivamente dadas”. Más adelante añadió: “Creo que es preferible aprobar este artículo tal como 
viene, por los beneficios que tiene la interpretación futura de esta ley de concurso y organización 
empresarial, aun corriendo el riesgo, muy poco probable -diría, casi imposible- de que alguna situación 
se vea beneficiada”. 


En la sesión del Senado en la que solicité la convocatoria por un tema de fueros, me referí 
también a lo que el señor Diputado Lorenzo había declarado el día anterior en la radio El Espectador. 
Refiriéndose a la conversación con el doctor Gonzalo Fernández, decía: “Con él tuve un intercambio de 
los dos niveles”, y luego continuaba: “En general, hizo referencia a que hacía decenas de años que no 
se aplicaba ese artículo en ningún proceso y en particular que en el caso de los Peirano no era ese el 
delito que estaba siendo aplicado. Así es que entro a Sala,” -según el Diputado Lorenzo- “después de 
hacer una objeción tan fuerte como la que hice, tranquilo y votamos todos”. Estoy describiendo hechos 
y palabras textuales, y no aportes de carácter subjetivo. 


En este proyecto de ley, la aprobación por el Poder Legislativo fue dada por cada una de las 
Cámaras por separado, y el Poder Ejecutivo sancionó, teniendo obviamente su capacidad de veto, que 
podía ejercer en el momento que considerara oportuno. 


Les voy a pedir disculpas porque los voy a cansar un poco, pero comprenderán que la 
situación lo amerita. 


SEÑORA XAVIER.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- En forma inmediata a esta breve reseña, quisiera comenzar subrayando que la 
sugerencia que recibí del doctor Gonzalo Fernández fue de pura técnica jurídica y por ello la recibí con 
la debida seriedad. En momento alguno estuvo presente en esa conversación ningún caso en 
particular, ni me comentó que la derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230 pudiera tener efecto 
alguno en causas que se tuvieran procesando en la justicia. Ni el doctor Fernández introdujo este tema 
en el análisis, ni yo lo hubiera admitido, y mis compañeros de Bancada y el Senado tampoco lo habrían 
aceptado. Basta repasar el Mensaje del Poder Ejecutivo y las versiones taquigráficas de las 
respectivas Comisiones, tanto de la Cámara de Representantes como del Senado, para comprobar el 
silencio más absoluto sobre la suerte de estos artículos, en especial del artículo 76, a pesar de que, 
según se ha hecho público, había sido retirado del proyecto original del Poder Ejecutivo a iniciativa del 
entonces Secretario de la Presidencia, doctor Fernández, algo que yo ignoraba. No tengo derecho a 
dudar sobre la afirmación del doctor Fernández, pero debo aclarar que no me advirtió que el proyecto 
original que él recibiera en el año 2006 sí incluía la derogación del artículo 76, ni que él hubiera 
sugerido eliminar esa derogación. Ese antecedente no se planteó institucionalmente durante la 
discusión del proyecto en las Comisiones de Constitución de ambas Cámaras, ni mucho menos en la 
conversación puntual y particular que sobre este tema mantuve con el doctor Fernández, al tiempo de 
sugerirme eliminar las incongruencias existentes en el capítulo de derogaciones en materia penal. He 
compartido y comparto la opinión respecto de la derogación de los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 
2.230. Es más, estoy convencido de su conveniencia jurídica. Al mismo tiempo, como nunca tuve 
presente que el procesamiento de personas de tan pública notoriedad y particular sensibilidad estaba 
vinculado a estos artículos, y como en el ejercicio de la función legislativa no existen razones por las 
cuales un Legislador deba estar recabando información sobre desarrollos judiciales particulares 
pendientes, no realicé un análisis de la oportunidad política de esta redacción y muchísimo menos del 
caso personal del tema de los señores Peirano. Permítanme insistir en esto porque la negligencia no 
es mi estilo ni mi forma de trabajar en los casi quince años que voy a sumar como Senador de la 
República. 


El Legislador tiene un exceso de frentes que atender y no creo que sea una claudicación 
fundamental el que, siendo creador de Derecho, pague más de una vez un alto tributo a la “justicia de 
la opinión pública”, entre comillas. 


He evaluado mi conducta como Legislador en esta instancia y créanme que no me impongo 
un umbral, ni ético ni profesional, simple de alcanzar. Y luego de esta ponderación, he concluido que no 
actué con negligencia, sino en estricto cumplimiento de mis responsabilidades legislativas, con 
transparencia y responsabilidad, como lo he expresado en el Plenario del Senado en oportunidad del 
planteo de fueros que realizara en presencia del entonces Senador Gonzalo Fernández. 


La modificación que tuve la iniciativa de presentar en base a una sugerencia recibida de un 
eminente penalista fue cuidadosamente evaluada y no fue pensada para beneficiar o perjudicar a nadie 
en particular, sino para dar claridad y seguridad jurídica al nuevo régimen penal en el ámbito comercial. 


En esta materia se legisla con propósitos generales y abstractos. El Legislador no legisla con 
nombre y apellido. La característica de la norma jurídica de rango legal -que se enseña en el último año 
de liceo o en el primer año de Facultad, en Introducción al Derecho- es su generalidad y abstracción, 
en particular tratándose también de leyes de naturaleza penal. Esto es parte de la dinámica del 
principio de separación de poderes. Como decía muy bien la señora Senadora Constanza Moreira en 
un artículo publicado en el Diario La República, titulado Justicia para todos: “Ni el mejor de los 
Legisladores puede prever la conducta de otro Poder del Estado -en este caso del Poder Judicial- 
porque este se pronuncia sobre situaciones concretas, particulares, que crean jurisprudencia, pero que 
en nuestro sistema jurídico no son fuente de derecho”. 


El Profesor Enrique Sayagués Laso enseñaba que la función legislativa es la actividad estatal 
que tiene por objeto la creación de normas jurídicas generales y abstractas. En el plano formal está a 
cargo del Poder Legislativo y en el plano material, tomando en cuenta el contenido de las funciones de 
los Poderes del Estado y sus efectos jurídicos, le corresponde la facultad de crear reglas de derecho 
impersonales, es decir, normas de Derecho que regulan la condición jurídica de las personas en 
general. 


Rousseau -citado por el Profesor Julio Pratt- señalaba -en un tiempo bastante anterior- que el 
objeto de la ley es siempre general. La ley considera los sujetos como cuerpos y a las acciones 
abstractamente. Jamás a un hombre como individuo y a una acción particularmente. Y agregaba: “Toda 
función que se relaciona con el objeto individualmente no pertenece a la potestad legislativa”. 


En cambio, la función jurisdiccional, a cargo del Poder Judicial, constituye la actividad estatal 
que tiene por objeto decidir con valor de cosa juzgada las cuestiones jurídicas controvertidas entre 
personas o instituciones jurídicas o personas físicas o jurídicas individualizadas, aplicando la ley al 
caso concreto en un proceso judicial. 


Imaginen los señores Senadores si cada vez que legislamos tuviéramos la necesidad de 
hacer un relevamiento de cada caso particular, de cada juicio pendiente en que pudiera ser beneficiado 
o perjudicado por una eventual interpretación de la norma que no corresponde al Poder Legislativo, 
sino al Poder Judicial. Por ejemplo, en un proyecto de ley que he presentado y que está en la Comisión 
de Constitución y Legislación sobre la derogación de las normas declaradas inconstitucionales en 
materia de abreviación de juicios laborales, cabe imaginar las cientos de personas involucradas en 
esos juicios, como demandantes o como demandados, que podrían verse beneficiadas o perjudicadas 
en función de la aprobación de esta norma. Digo esto en el ámbito de la generalidad de la norma y no 
en la específica vinculada a lo que es el Derecho Penal. Sería no sólo totalmente improcedente 
considerando el principio de separación de poderes, sino pura y simple futurología, ya que no es 
posible prever con exactitud la forma en que los Jueces aplicarán las leyes en los casos concretos. 
Tanto es así, que en el caso puntual que ha tomado estado público, existe una interpretación distinta y 
contradictoria entre el Juez Letrado de Primera Instancia, la Fiscal y el Tribunal de Apelaciones en lo 
Penal, que ha motivado que la Fiscal recurriera en casación esta sentencia ante la Suprema Corte de 
Justicia, argumentando que no pueden clausurarse los procedimientos cuando los procesados han sido 
acusados por la Fiscalía por delitos distintos a los que motivaron el auto de procesamiento, posición 
que acompaño. 


Por otra parte, debe tomarse en cuenta que entre la aprobación de la Ley N* 18.411 y el 
pronunciamiento judicial sobre un caso concreto, transcurrieron dos años sin que una sola reflexión u 
opinión se manifestara tanto en el ámbito académico como en las propias instituciones gremiales y 
profesionales, señalando la inconveniencia de esta derogación o realizando juicios sobre la actuación 
del Parlamento. De hecho, las consecuencias políticas de esta situación se producen, simplemente, 
porque el pronunciamiento judicial se vincula con una especial sensibilidad social y política en un tema 
en el que la opinión pública reacciona, más allá de cualquier criterio técnico y jurídico, y al impulso de 
una lectura gruesa, vehiculizada por los medios de comunicación. Pero nuestra responsabilidad como 
Legisladores no puede guiarse por el mismo impulso. 


Ahora bien; voy a hacer referencia a qué sucede si una norma legal es notoriamente 
insuficiente, anticuada, de dudosa constitucionalidad y contradictoria. Para ello voy a citar las 
anotaciones del doctor Langón -Profesor Grado 5, al igual que el doctor Fernández u otros catedráticos 


de gran especialidad- al Código Penal, Tomo Il, que es el que estudian los muchachos en la Facultad. 
Allí dice: “Mucho me temo, por otra parte, que aún con la mejor de las intenciones, la insistencia en 
aplicar una norma inaplicable se encuentra en el camino de la lamentable “politización de la Justicia” 
que algunos denuncian y tiene, por lo menos, dos consecuencias graves: a) hace pensar a los Jueces 
que ellos pueden suplir los vacíos legales que puedan haber, y que su misión no es cumplir la ley sino 
hacer justicia material, lo que los puede llevar a un protagonismo de la naturaleza política referida 
anteriormente; y b) impide que el Legislador tome conciencia de que no ha regulado debidamente un 
aspecto importante de la vida de las sociedades, y que debería quizás legislar al respecto, lo que 
descarga en el judiciario todo el peso de la responsabilidad de tener que 'solucionar' graves problemas 
sociales, bajo presión de la prensa y de la comunidad, actuando por añadidura, con una base legal 
inapropiada”. Y agrega, refiriéndose al comentario de los delitos de la Ley N* 2.230, en particular del 
artículo 76: “No es posible, en cambio, aplicar forzadamente y para dar satisfacción eventual al clamor 
de la masa, por justos que fueran sus reclamos, una norma penal que no es tal o que, si alguna vez lo 
fue, ha quedado claramente derogada por normativa posterior y por el implacable paso del tiempo”. 


Ahora vamos a ver las distintas posiciones en la doctrina penal, sobre todo la posición 
sostenida por varios catedráticos, en particular por el doctor Langón, quien fuera citado en el Plenario 
por parte del señor Senador Rubio en auxilio de una argumentación que estaba desarrollando. 


Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia, refiriéndose a la función legislativa y la facultad 
de contralor sobre la violación del principio de igualdad entre las personas -artículo 8% de la 
Constitución de la República- ha sostenido siempre que se violenta dicho principio toda vez que una ley 
establezca un principio de distinción, tratamiento especial, fuero o privilegio particular que afecte la 
igualdad ante la ley. Por sentencia N* 51 de 1986, la Corte también afirmó: “El principio de igualdad de 
las personas ante la ley, inscripto en el artículo 8% de la Constitución, importa la prohibición de que se 
establezcan fueros o leyes especiales para determinadas personas, salvo los que la propia Carta 
instituyera y equivale a decir que todas las personas deben recibir igual protección por parte de la ley. 
Lo que no impide que se legisle para clases o grupos de personas siempre que esto se constituya 
justa y racionalmente.” 


Ahora bien; es en el respeto por estos principios que analizo y ejerzo mi función legislativa, 
velando por el interés general y sin detenerme en la eventualidad de perjudicar o beneficiar a personas 
específicas. De haber advertido la vinculación, ante la derogación del artículo 76 y un caso judicial 
concreto -por un sentido quizá de prudencia política pero no de técnica legislativa jurídica- hubiera 
promovido la postergación o la cancelación del tratamiento de esta iniciativa. No soy juez del doctor 
Gonzalo Fernández. Simplemente soy un Legislador que, frente a un Profesor Grado 5 de Derecho 
Penal, recoge una sugerencia, la estudia, la comparte y la propone a la Bancada de Gobierno como 
una solución a determinadas incongruencias que, como los Legisladores saben, son “hasta naturales” 
en un proceso legislativo en el que se unifica una legislación antigua que hasta entonces había estado 
dispersa en una multiplicidad de normas -algunas de más de un siglo de vigencia- en forma inorgánica. 
Me refiero al Código Civil, al Código de Comercio, al viejo Código Penal derogado, al Código Penal de 
1934 actualmente vigente y a otra multiplicidad de normas, varias de las cuales debieron ser 
derogadas a efectos de adaptarse al nuevo texto legal. 


Parte de estas incongruencias obedecían al hecho de que la ley N* 18.387 fue 
aprobada en bloque -como tantas otras lo fueron en la pasada Legislatura- dejando de lado 
innumerables sugerencias de señores Ministros y otros actores para modificar su redacción. De hecho, 
ya en la discusión que se realizara el 15 de octubre de 2008 en la Cámara de Senadores, luego de 
que se votó la ley N* 18.387, varios señores Senadores previmos la posibilidad de que surgieran 
disfuncionalidades o discrepancias con respecto a ciertos artículos y de ajustarlas en función de cómo 
la norma impactara en la actividad comercial del país. En ese sentido, el señor Senador Michelini 
expresó: “también éramos conscientes de que había algunos aspectos que habían merecido 
sugerencias del Poder Ejecutivo y que habían quedado en cierta forma por el camino, sobre las que 
había una opinión conteste en cuanto a atenderlas en esta instancia. Sin embargo, sabíamos que eso 
iba a insumir un trabajo de algunos meses en el Senado y que las eventuales modificaciones harían 
que el texto volviera a la Cámara de Representantes, lo que podría, a su vez, determinar un nuevo 
capítulo en la Asamblea General. Esto, evidentemente, no le hacía nada bien a una iniciativa que, si 
bien merece algunas modificaciones, es muy buena. Además, los planteos llegarían a tiempos 
electorales, lo que constituiría situaciones o escenarios cuyas consecuencias no podríamos prever. Por 


lo tanto” -agregó- “tuvimos que poner en la balanza si estudiábamos el proyecto a fondo e 
introducíamos las modificaciones, o si lo aprobábamos tal cual venía de la Cámara de Representantes. 
Cabe destacar que esta alternativa también se planteó a nivel del Poder Ejecutivo, que no era ajeno a 
la situación. Incluso, algunos Ministros nos transmitieron inquietudes concretas y plantearon ciertas 
modificaciones, pero les señalamos que si había que incluirlas, así se haría -como en otras tantas 
oportunidades- por ley separada, estudiando cada caso adecuadamente, ya que ahora había que 
apretar el acelerador para aprobar este texto tal cual está porque, notoriamente, beneficia al Uruguay y 
a su sector productivo”. 


En el mismo sentido se expresó el entonces Senador Alfie, diciendo: “En términos generales, 
el Partido Colorado va a votar en forma afirmativa este proyecto de ley; quizás, si se vota artículo por 
artículo, se pronunciará en contra de alguno de ellos. A grandes rasgos estamos de acuerdo y nos 
parece importante y positivo avanzar y recoger alguna experiencia en el tema a efectos de poder hacer 
las correcciones, ya no en abstracto, sino basados en la práctica. Creo que ese es el mayor valor de la 
iniciativa. Como bien decía el señor Senador Michelini, uno podría pensar que determinadas cosas van 
a funcionar mal por esto o por aquello y seguramente va a ser así, pero es mejor que ello suceda 
porque de esa forma se facilitan los acuerdos y los cambios”. 


Finalmente, voy a hacer una precisión antes de entrar de lleno al análisis de las razones por 
las cuales presenté la sugerencia de derogar los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. La decisión 
judicial y su repercusión a nivel de la opinión pública se vieron potenciadas por una publicación 
periodística que refería a una “gauchada” que el doctor Gonzalo Fernández me habría pedido. Se 
trataba de incluir esta derogación en función de mi calidad de miembro informante de la Ley N* 18.387. 
Insisto: el doctor Fernández no hizo la mínima referencia al caso particular de los hermanos Peirano y, 
tal como dije en el Plenario del Senado, no correspondía, ni lo hubiera admitido, porque ello habría 
implicado desvirtuar la naturaleza de la función legislativa. Pero ante todo subrayo que yo no hago 
gauchadas ni mandados a nadie, salvo lo que considero una actitud general, en virtud de mi condición 
de Legislador, de acompañar y ayudar a aprobar todas aquellas iniciativas que creo son beneficiosas 
para el país. A eso me refiero cuando hablo de “gauchadas”, término que me gusta mucho pero que no 
implica otra cosa que una licencia gramatical para destacar la predisposición a dar siempre una mano 
para ayudar a la gobernabilidad, a presentar un proyecto de ley, a estudiar un tema e, incluso, a criticar 
-en forma dura pero constructiva- aquellas iniciativas o normas que considero inadecuadas. 


No es casualidad que en esa misma sesión en que se aprobó el proyecto de ley que 
adelantaba la vigencia de la Ley N* 18.387 y eliminaba la superposición de figuras delictivas derogando 
los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230 también fuera miembro informante de la Ley de 
Cooperativas, iniciativa del Poder Ejecutivo que contaba con más de doscientos artículos que 
armonizaba y daba rango legal a todo el sistema cooperativo del Uruguay que carecía de una 
regulación armónica. 


A los pocos días también fui miembro informante de otros proyectos del Poder Ejecutivo sobre 
cohecho y soborno trasnacionales -estudiados en la Comisión de Constitución y Legislación- y sobre el 
Convenio Internacional sobre Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, analizado en la Comisión 
de Asuntos Internacionales. Esto sucedió en el lapso del que estamos hablando, es decir, en el tiempo 
en que se superponen todas estas decisiones parlamentarias en el ámbito del Plenario del Senado. 


Ahora voy a ingresar en la valoración de la Ley N* 2.230 antes de la aprobación de la Ley N* 
18.387, y me voy a referir a las razones que motivaron y justifican la derogación de los artículos 42 a 
44 y 76 de la Ley N* 2.230. Los señores Senadores seguramente saben que la Ley N* 2.230, de 1893, 
fue sancionada en un momento especial de la vida del país, bajo el apremio de la crisis de 1890, en la 
Presidencia de don Julio Herrera y Obes -famoso por algunas frases políticas que todavía se repiten- 
que afectó los bancos de emisión: el Banco Nacional y el Banco Inglés del Río de la Plata. Esa ley fue 
aprobada luego de un apresurado proceso de sanción legislativa dirigida a contemplar la liquidación del 
Banco Inglés. “El objetivo de esa ley, entonces, apuntaba a colmar un vacío legal desde que el Código 
de Comercio solo contaba con disposiciones generales en materia de concordatos y quiebras, 
concebidas sobre la base de la responsabilidad personal y largamente superadas por el gradual y 
creciente desarrollo de la sociedad anónima”. 


Alo largo de su existencia, la Ley N* 2.230 fue centro de múltiples evaluaciones negativas de 
parte de la doctrina y de opiniones encontradas entre la jurisprudencia y la propia doctrina. 


El doctor Carlos Martínez Moreno, citando a la catedrática de Derecho Penal, doctora Adela 
Reta, en una consulta agregada a requerimiento de la defensa en la apelación de la sentencia de 
primer grado de un notorio caso judicial, dijo: “La doctora Adela Reta ha dicho que esta Ley N* 2.230 es 
ejemplo de “pésima técnica legislativa”, “engendro híbrido que durante años nuestra jurisprudencia se 
ha resistido a manejar en una posición de prudencia y de respeto al principio de legalidad'.” En aquel 
entonces, el Profesor Bayardo Bengoa también expresó lo siguiente: “la necesidad de circunscribir la 
aparente amplitud de la fórmula legal 'de límites excesivamente latos”, delimitados por la objetividad de 
la propia naturaleza jurídica de la ley, por su finalidad de tutelar los derechos de terceros, por lo que 
“hay que encontrar formas de hallar finitud a la amplia conceptuación legal”, para lo cual debemos 
echar mano del criterio limitador del bien jurídico tutelado”. Por su parte, el catedrático de Derecho 
Penal, doctor Langón, luego de su conferencia “El Delito de Asociación para Delinquir y Régimen de 
Concurso con Delitos Societarios”, concluye: “Me parece un error jurídico, y aun político criminal, 
pretender seguir aplicando, a marcha martillo como se dice, un texto tan anticuado, deficiente, criticado 
y derogado como el de la Ley de Sociedades Anónimas de 1893”. 


Para concluir, obviamente voy a citar la opinión del doctor Gonzalo Fernández, que tiene un 
libro escrito sobre el tema en el que expresa: “La Ley N* 2.230, en cuanto se relaciona con sus 
supuestos penales, tipifica un ejemplo de ley anticuada', contentiva de una deficiente descripción de 
las conductas que pretende reprochar. Sin embargo, su dilatada vigencia y su singularidad como texto 
represivo para las sociedades anónimas, obliga a recurrir inexorablemente a estas desfasadas 
disposiciones legales en busca del fundamento legal del castigo”. 


A todos estos antecedentes, múltiples interpretaciones contradictorias y valoraciones 
negativas por parte de la doctrina nacional y extranjera del Derecho Penal que acompañaron la 
extensa vida de esta Ley N* 2.230, se sumaba, a partir de la vigencia de la Ley N* 18.387, un nuevo 
problema, relativo a la supervivencia de dos regímenes legales regulando una misma conducta 
delictiva; problema del cual me hiciera tomar nota el entonces Canciller de la República, doctor 
Gonzalo Fernández, de quien provino la sugerencia de derogar normas superpuestas relativas a 
tipificar una misma conducta delictiva. 


Antes de entrar al detalle de este último problema, que concluyó con la derogación de los 
artículos 42 a 44 y el artículo 76 de la Ley N* 2.230, es necesario -vuelvo a pedir disculpas- 
desarrollar las múltiples razones jurídicas que aconsejaban la derogación de la Ley N* 2.230 muchas 
décadas antes del año 2008, en tanto que era un antiguo resabio de una legislación definitivamente 
superada. Estas razones, como se verá, incluyen fundadas opiniones de catedráticos que sostenían 
que dicho tipo legal había sido tácitamente derogado a partir de la derogación del Código Penal de 
1889. Por eso voy a referirme a los problemas de la Ley N* 2.230 preexistentes a la aprobación de la 
Ley N* 18.387. 


En tal sentido, las mismas razones jurídicas y de buena técnica legislativa que explican y 
justifican la derogación de los artículos referidos a delitos concursales -artículos 42 a 44 de la 
Ley N* 2.230- se aplican a la derogación del delito en la liquidación, tema al que refiere el artículo 76. 
El Profesor Fernández, en su obra citada, señalaba que los artículos 42 a 44 y 76 de esta ley sólo 
contemplaban delitos concursales que presuponen la existencia de un proceso judicial de concordato, y 
conductas tipificadas como delitos en la liquidación judicial de la sociedad, dejando una laguna para el 
caso de inconductas penales societarias que puedan ocurrir en las etapas de constitución y 
funcionamiento “normales” de una sociedad. Para estos casos, la doctrina mayoritaria concluía que 
resultaban aplicables las disposiciones del Código Penal de la época que tipificaban las múltiples 
figuras delictivas generales en materia de fraude aplicables a la conducta de las personas, incluyendo 
la actividad de las sociedades. Añade el doctor Fernández: “La doctrina agrupa a toda la gama de 
inconductas penales societarias conforme a una variable cronológica: el momento o la etapa de la vida 
de la sociedad en que el delito se inscribe.” Se sistematizan así cuatro grandes categorías de delitos: 
delitos referidos al proceso fundacional; delitos cometidos durante el período de funcionamiento 
normal de la sociedad; delitos de los procedimientos concursales, y delitos que se verifican en la etapa 
de liquidación de la sociedad. 


Nuestro esquema penal positivo en materia de sociedades anónimas sólo contemplaba a nivel 
especial las fases concursales y de liquidación, ya que la Ley N* 2.230 se limitaba a reprimir delitos 
cometidos en una fase anómala de la sociedad anónima: el concurso y la liquidación. Las lagunas 
referidas a la delincuencia del proceso fundacional, así como la que se verifica en el curso normal de la 
gestión normal de la sociedad debían ser colmadas -en ausencia de la ley especial- por el catálogo 
de modelos delictivos suministrados por el Derecho Penal común. Para esos ámbitos, existían 
múltiples tradiciones penales que suplian el vacío legal, como por ejemplo, las falsedades 
documentales del Título VIIl del Código Penal, las tradicionales figuras de estafa -artículo 347 del 
Código Penal- la apropiación indebida -el artículo 351 también del Código Penal- y la insolvencia 
societaria fraudulenta a que refiere el artículo 5 de la Ley 14.095, relativa a ilícitos económicos que, si 
no recuerdo mal, data de 1972 y su miembro informante fue el doctor Washington Beltrán. En esos 
tiempos yo era su secretario y recuerdo que los miembros informantes fueron los Senadores Ortiz y 
Grauert; aunque la etapa de mi juventud haya pasado hace ya bastante tiempo, puedo recordar 
claramente cómo también desde la oposición un Senador de otro partido es capaz de informar una ley 
de tanta trascendencia e importancia para el país. 


La doctrina es conteste en señalar la deficiente descripción del supuesto de hecho -la 
conducta material que se califica como delito- en el caso de todos los artículos derogados. Mientras 
que en los artículos 42 a 44 -recordemos que la derogación no es sólo del artículo 76, sino también de 
los artículos 42 a 44- la ambigúedad descriptiva del tipo penal y el casuismo de las especies 
penalizadas “obligan a extremar la metodología técnico jurídica para ensayar su exposición 
dogmática”, en el artículo 76 la ausencia de precepto lleva al doctor Langón a afirmar que la Ley N* 
2.230 está en oposición con el Código Penal y, por tanto, queda derogada por no describir el tipo penal 
de que se trata; en otras palabras, falta el precepto o su amplitud la hace inconstitucional por violación 
del principio de legalidad. El Profesor Langón, en la obra citada, explica que “Una ley a la que le falta 
precepto no es una ley penal”. “No es delito una acción que no esté prevista expresamente por la ley, y 
no se considera ley penal a la que carezca de norma y/o sanción -artículo 1% del Código Penal-; y es 
del caso que a esta Ley N* 2.230, artículo 76, le faltan ambas.” 


El artículo 1% del Código Penal, que consagra el principio de legalidad ya establecido por la 
Constitución en el artículo 10, determina que la ley debe establecer qué conductas humanas o 
acciones en sentido genérico -comprensiva de las omisiones punibles- considera de 
naturaleza criminal a consecuencia de la cual las sanciona con una pena. Esto es -discúlpenme el 
tecnicismo- lo que se denomina el supuesto de hecho, la materialidad de la conducta desvalorada por 
el Derecho, que se denomina “tipo” en doctrina penal y que consiste, precisamente, en una descripción 
sintética pero inequívoca de un modo de conducta humana, habitualmente descripta a través de un 
verbo nuclear, cuya conjugación por el agente supone, precisamente, la ejecución del delito. 


El artículo 76 de la Ley 2.230, de 1893, analizado aisladamente, como suele hacerse para 
fundamentar la represión, no contiene en realidad precepto porque no describe ninguna conducta 
humana, salvo que pueda referirse a la situación de liquidación de la sociedad anónima, en cuyo caso 
estaríamos en presencia inequívoca de una condición de punibilidad, de acuerdo con una posición de 
la doctrina. Ni el fraude ni la simulación son, en sí mismas, conductas típicas sino, en todo caso, 
medios para llegar a determinados fines, y en lo que refiere a la violación de estatutos o de leyes de 
orden público, el tipo es de tal amplitud, tan carente de concreción, que bien puede decirse, de acuerdo 
con la opinión de Sebastián Soler, que esta disposición pasaría a constituir el cajón de sastre del 
Derecho Penal uruguayo, creando un monstruo jurídico innominado. No se trata de un solo tipo penal 
abierto, sino de un tipo carente de conducta típica. 


Pido a los señores Senadores que me permitan desarrollar un poco más las opiniones de 
algunos catedráticos de Derecho Penal acerca de este tema. El Profesor Soler afirmaba que se venía a 
descubrir en el artículo 76 una especie de súper delito que no necesita tipificación alguna. Él cita en 
apoyo de su posición a la Suprema Corte de Justicia en la sentencia que representa el denominado 
principio de tipicidad en la ley penal. El preceptum legis y la sanctium legis constituyen, pues, no sólo 
elementos esenciales indisolubles de toda ley penal que determina el delito, al punto que es 
absolutamente inconcebible admitir una sanción penal sin precepto o un precepto sin sanción penal. 
Hay en ese procedimiento -se refiere al que desconoce el principio de unidad típica de cada figura 
penal- una curiosa y original violación del principio de nullum crimen sine lege. Según los principios del 


Derecho Penal, en todos los casos, cuando falta un elemento constitutivo de una condición de 
punibilidad -el fraude en el proceso judicial de concurso y liquidación- el delito desaparece. 


Los denominados súper delitos son precisamente los que, por fortuna, han muerto para 
siempre después de que el principio de nullum crimen, llamado principio de reserva, se ha 
transformado en precepto constitucional. Sebastián Soler describía estas figuras y los métodos de 
tipificar delitos por analogía como propios del fascismo, el nazismo y la Rusia stalinista, condenados en 
la Declaración Universal de Derechos y en todas las Constitucionales republicanas y democráticas. El 
concepto de fraude es muy genérico, según enseñaba Soler, cuyos rasgos generales consisten en una 
intención de engañar o perjudicar, consilium fraudis, y un daño real o eventual, eventus damni, es decir, 
el fraude como la violencia no es un crimen en sí; es uno de los grandes criterios que pueden servir 
para clasificar delitos. 


El catedrático Miguel Langón, por su parte, en la obra citada explica que el fraude es el 
engaño, significa inexactitud consciente y, en general, aparece con tal denominación como un delito 
contra la Administración Pública -como entre nosotros el artículo 160 del Código Penal- o es 
considerado como un abuso de confianza, lo que en el Uruguay es una agravante genérica del artículo 
47 N* 7. Continúa diciendo que los fraudes han sido considerados delitos específicos en varias 
oportunidades, la más obvia de ellas en el delito de estafa, cuando el agente indujere en error a una 
persona mediante el uso de estratagemas o engaños artificiosos, para procurarse a sí mismo o a un 
tercero un provecho injusto, pero también colorea todo el capítulo de delitos contra la fe pública, a 
través de las distintas modalidades de la falsificación. El catedrático Langón expresa que su 
consideración más específica, sin embargo, por lo menos en lo que nos ocupa ahora, se encuentra en 
los delitos de quiebra fraudulenta y en el de insolvencia fraudulenta civil y societaria. Él dice que la 
simulación, por su parte, es la acción de simular, esto es, de representar una cosa, fingiendo o imitando 
lo que no es, consistiendo en la alteración aparente de la causa, la índole o el objeto verdadero de un 
acto o contrato. 


El catedrático Langón continúa diciendo que estas supuestas conductas sólo pueden tener 
sentido cuando determinan una cesación de pagos, una bancarrota, de forma y modo que el estudio de 
los verbos nucleares -de alguna forma hay que referenciar eso- nos lleva a lo que veremos luego, 
respecto de la necesidad de vincular toda la cuestión de la ley a una situación anómala de la vida de la 
sociedad anónima, esto es, a la cesación de pagos, lo que plantea el tema de la quiebra impropia y el 
problema de la condición de punibilidad que esta supone. La orfandad descriptiva a la que refería 
Gonzalo Fernández -añade Langón- es tan enorme que la hace absolutamente incomparable con 
los delitos de riña o de aborto con que ejemplificaba para defender la tesis de la vigencia en aquel 
entonces el doctor Tomassino, quien sostenía una posición aislada en la doctrina nacional. Por 
ejemplo, reñir supone una conducta específica que conlleva pelea, trifulca, gresca, acometimientos 
recíprocos entre varios contendores y aborto consiste en interrumpir el proceso de embarazo en la 
mujer, del mismo modo que el homicidio supone quitar la vida a un ser humano, lo que no tiene punto 
de relación con las vagas definiciones del fraude, la simulación o la violación de leyes y estatutos a que 
refiere este infeliz artículo de la ley. 


Sin llegar a postular la derogación de la ley, el doctor Gonzalo Fernández afirma en la obra 
citada que el artículo 76 es prácticamente un esquema sin descripción y reconoce que en esa orfandad 
descriptiva se origina el más agudo problema de interpretación. Aclaro que debí hacer la breve reseña 
anterior porque explica una de las razones centrales por las cuales recogí la sugerencia del doctor 
Fernández de derogar el artículo 76. Se debió a su reñida situación frente al principio de legalidad del 
rango constitucional, al no definir el tipo penal. En síntesis, como consideraba Soler -aclaro que cuando 
cito al Profesor argentino Soler lo hago porque considero que es una de las figuras insignes del 
Derecho Penal- el resultado no es solamente la contradicción con figuras precisas del Código Penal, 
sino que además parece crear, con bastante indeterminación, una serie de punibilidades atípicas, 
sueltas, indefinidas y contradictorias, incluso entre sí. 


Los artículos derogados de la Ley N* 2.230 individualizan como agentes de la conducta 
criminosa a los directores, representantes o administradores. Además de las dificultades de delimitar 
conceptualmente a qué se refiere la ley por cada una de estas figuras -que motivó no pocas reflexiones 
doctrinarias que por razones de brevedad omitiré enteramente- esta tipificación como figura a sujeto 
calificado, aunque congruente con su ontología particular de delitos propios o especiales, motivó otro 


tipo de cuestionamientos doctrinarios. Vinculando esta última cuestión a la previamente analizada 
ausencia del precepto o tipo penal, el doctor Langón, refiriéndose en particular el artículo 76, expresa 
que no tiene ningún sentido imputar el castigo del fraude, de la simulación o del incumplimiento 
normativo por sí mismos, porque no se ve cómo ni por qué engañar o simular, o violar leyes o estatutos 
deba ser criminal solo cuando estas conductas las realizan los directores o administradores de 
sociedades anónimas, lo que significaría una grave vulneración del principio constitucional de igualdad 
ante la ley. 


Una incriminación genérica por violar leyes o estatutos lleva a la máxima confusión entre el 
ilícito administrativo y el ilícito penal, amplificando desmesuradamente el campo de la represión, pues 
el director que engañare a su mujer cometería delito de fraude, estrictamente hablando. Lo mismo 
sucedería con quien realizare cualquier negocio simulado, aunque no necesariamente de naturaleza 
penal, quedaría también atrapado por el tipo de vocación omnicomprensiva, propia de este súper delito 
a que refería con tanta contundencia Sebastián Soler. 


En el mismo sentido se manifestó el maestro argentino Sebastián Soler, citado por Langón: 
“En forma insuperable el Maestro argentino expuso las consecuencias absurdas y violatorias de la 
Constitución que se derivan de la consideración autonómica, fuera de todo contexto, de esta norma 
aislada del Siglo XIX, a saber, el artículo 76, que sin describir ningún tipo de acción, castigaría toda 
forma de simulación, fraude o ilegalidad, con una pena máxima común de ocho años de penitenciaría; 
estas formas genéricas de delito serían aplicables cuando los hechos imputados no constituyan una de 
las numerosas formas de fraude, simulación o ilegalidad definidas por el Código Penal y punidas 
muchas veces con sanciones menores a las del artículo 76 (como en el caso de la estafa o de las 
falsedades documentarias); el hecho de que una conducta no encuadre dentro de las figuras del 
Código Penal no comporta exención de pena, sino solamente la de esa pena, sin perjuicio de la 
aplicación de otra aún mayor, la prevista por el artículo 76. Este tratamiento penal sería aplicable solo a 
directores y administradores de sociedades anónimas, no rigiendo para el resto de las personas, en 
violación del artículo 8% de la Constitución.” 


En palabras del propio Sebastián Soler: “La indefinición de ese monstruo jurídico 
innominado” -fijense los señores Senadores con qué contundencia se pronuncia- “aparece lanzada en 
pleno siglo XX a perseguir brujas y herejes sin que nadie se haya molestado en delinear el fantasma 
con los más rudimentarios perfiles. No se sabe si se trata de delitos de los que es víctima la sociedad 
anónima o si ésta sale beneficiada y las víctimas son terceros”. 


Otro de los problemas que presentaban los delitos de la Ley N* 2.230 -que obviamente 
tuvimos que analizar- era que los artículos no individualizaban las penas aplicables. En el caso del 
artículo 42, por ejemplo, la norma se limitaba a atribuir “la responsabilidad criminal que les incumba”. 
En el artículo 43 persiste esta indeterminación legal de la penalidad aplicable, al aplicar la pena “que se 
establecerá”, y en el caso del artículo 76, aplicando la pena correspondiente al quebrado fraudulento 
del viejo Código Penal de 1889. Esta falta de definición de la pena generó diversos problemas y la 
doctrina discutió ampliamente la forma de integrar estas lagunas. En este sentido, se debatió sobre qué 
pena se debía aplicar en el caso de los artículos 42 a 44. Para este problema, el doctor Fernández 
entiende que el artículo 76 “asume valor polifuncional en cuanto suministraría la pena básica para 
todas las conductas punibles descritas en la Ley N* 2.230”. 


Más allá de lo expuesto, el problema más grave radica en el hecho de que las penas 
establecidas en el artículo 76 refieren a todo un cuerpo legal derogado por disposiciones ulteriores, 
esto es, el Código Penal de 1934. A su vez, parte de la doctrina se pronunció por la vigencia de la vieja 
ley de 1893, afirmándose que la remisión al Código Penal de 1889 es quod poenam y que, por lo tanto, 
hay una sobrevivencia de la disposición de un Código derogado. Este fue el esfuerzo que se hizo por 
parte de la doctrina para poder hacer vigente una determinada pena. Pero otra parte de la doctrina 
afirma que es imposible pretender aplicar penas de un Cuerpo que ha perdido vigencia. En este 
sentido, el doctor Langón entiende que “es más sencillo, racional y evidente sostener la derogación lisa 
y llana de la norma, por cuanto ha quedado sin pena, al derogarse el Código Penal en que aquella se 
sustentaba”. Así pues, el doctor Langón dice que las penas no se pueden aplicar por analogía, y si las 
establecidas en 1893 han sido derogadas, no pueden revivir para, sobre un texto del siglo XIX, imponer 
una pena recién establecida en 1934. Luego agrega: “Si se mira bien, por otra parte, se advierte que 
independientemente del proceso de liquidación jamás podría estarse en condiciones de determinar 


cuál es la pena que corresponde al caso, dado que el artículo 274 del Código Penal de 1889 establece 
un porcentaje de pérdida a los acreedores (el 25%), que determina, si no fuere superado, un 
abatimiento importante en el castigo. La única manera de llegar a saberse cuando la pérdida existe y 
cuando, de existir, supera el 25%, es en el momento en que los síndicos informen sobre la solvencia o 
insolvencia de la masa. Incluso si se hiciere uso de la potestad que el inciso tercero otorga al Juez no 
se ve cómo, fuera de concurso, el Juez estaría algún día en condiciones de determinar la pena legal 
que correspondiere. Lo que me parece claro es que simplemente la pena de la quiebra de 1889 ha 
quedado derogada conjuntamente con todo ese cuerpo normativo”. 


Por su parte, la doctora Adela Reta es categórica cuando afirma que el artículo 76, fuera del 
caso de liquidación, supone un precepto sin pena, porque ésta solo es posible en un proceso de 
aquella naturaleza. La condicionalidad del artículo 76, al que a continuación nos referiremos, está 
vinculada con el delito de quiebra impropia. El proceso de liquidación judicial de las sociedades 
anónimas como condición objetiva de punibilidad y la inaplicabilidad del artículo 76, luego de la 
vigencia de la Ley N* 16.060, es lo que pasaremos a analizar en este momento. 


La cita anterior del Profesor Langón a la doctora Adela Reta refiere a una amplia discusión 
doctrinaria vinculada a uno de los más álgidos temas de discusión interpretativa que este controvertido 
artículo provocó en el pasado entre los distintos Magistrados y especialistas en Derecho Penal. 


En primer lugar, corresponde recordar que las viejas leyes de quiebra se articulaban sobre la 
base de la responsabilidad personal del fallido, pero eran inoperantes en los casos de quiebra de una 
sociedad anónima ante la incapacidad penal del ente societario y del anonimato de los accionistas. En 
ese sentido, a las sociedades anónimas solo cabía liquidarlas porque societas delinquere non potest. 
Por ello, el Profesor Sebastián Soler en su análisis del tema en cuestión observaba, respecto de la 
historia de la Ley N”. 2.230, que el problema planteado por las sociedades anónimas en las últimas 
décadas del siglo pasado, era el de resolver si alguien debía ir a la cárcel cuando una sociedad 
anónima caía en cesación de pagos culposa o fraudulenta, y en su caso, quién. Se refería al tema de la 
responsabilidad penal, problema que las antiguas leyes de quiebra no habían resuelto, ni aquí ni en el 
extranjero. Por esa razón comienzan a surgir, a fines del siglo XIX en el Derecho Comparado, una serie 
de leyes que regulan la llamada “quiebra impropia”. En la “quiebra impropia” se declara la disolución de 
la sociedad que está en cesación de pagos y se responsabiliza a sus administradores o directores, en 
caso de que haya habido fraude. 


Es en este contexto que se aprueba la Ley N*. 2.230, estableciendo un régimen de 
responsabilidades correlativas -civiles y criminales- en un sistema de responsabilidades individuales, 
integradas en los artículos 24, 43, 44 y 76, todas ellas insertas en el proceso de liquidación de las 
sociedades anónimas, equiparado analógicamente al de la quiebra. 


La Ley N* 2,230 nace así como un régimen particular para la hipótesis de cesación de pagos 
de las sociedades anónimas, configurando el proceso concursal denominado “liquidación judicial”. 
Prácticamente toda la doctrina, sin fisuras, coincide en la condicionalidad del artículo 76, es decir, 
coincide en que el artículo 76 no podía aplicarse independientemente del proceso de liquidación judicial 
de las sociedades anónimas, difiriendo tan solo en si ello es una condición de procedibilidad o de 
punibilidad. En la posición contraria, sostenida por el doctor Tomassino, se afirmaba que la figura penal 
podía aplicarse a los directores y administradores de sociedades anónimas toda vez que se 
comprobara fraude, simulación, infracción de estatutos o violación de una ley cualquiera de orden 
público, haciendo abstracción de la situación en que pueda encontrarse la persona jurídica sociedad. 
Esta posición, como se dirá por la doctrina nacional de mayor recibo, conducía a la duplicación de 
figuras penales, porque el fraude y la simulación ya existían como delitos, y la infracción de estatutos o 
la violación de leyes de orden público conducían al absurdo de que cualquier conducta de un director o 
administrador contraria a la ley -por ejemplo, despido de un trabajador sin justa causa, el no pago de 
salarios, la no presentación de declaraciones ante los organismos provisionales, etcétera- podría llevar 
a la aplicación de las más severas penas, como eran las reservadas a los quebrados fraudulentos. 


El tema amerita una breve reseña a las principales posiciones doctrinarias. El Maestro Soler 
rebatía los argumentos del Juez Tomassino y señalaba que es absolutamente carente de fundamentos 
la afirmación de que en el Código Penal no estuvieran previstos delitos de fraude y que para eso se 


sancionara el famoso artículo 76. ¿Dónde estaba y dónde está hoy en la legislación uruguaya -decía- 
el delito de quiebra impropia, sino en el artículo 76 de la Ley No. 2.230? Se preguntaba: ¿supone el 
autor que en el Código Penal de 1889 no estaban previstos todos los delitos que la ley castigaba y que 
estos no eran aplicables a los directores y administradores que aislada e individualmente incurrían en 
esas infracciones? Antes de la sanción de la Ley N* 2.230 todo sujeto -director o no director de nada- 
podía incurrir en materia de fraude en una larguísima serie de delitos, figuras definidas que, 
ciertamente, la Ley No. 2.230 no borró ni podía borrar mediante la sanción de una forma genérica e 
indefinida de fraude. Esos delitos eran punibles sin condición alguna, tanto si eran cometidos contra un 
particular cualquiera o contra una sociedad, a la cual no había que liquidar para castigar a su 
administrador infiel, porque el delito de administración fraudulenta era y es una figura perfectamente 
definida, precisa y muy diferente de la quiebra. 


Si este artículo colocado en la ley de liquidación de las sociedades anónimas no tiene nada 
que ver con la liquidación -continuaba- ¿por qué misterioso capricho se remitió, precisamente, a la 
pena de los quebrados fraudulentos, en vez de establecer una pena especial y propia o de escoger 
cualquier otra de las trescientas que hay en el Código Penal? Agregaba el Profesor Soler que la lectura 
honesta del artículo 76 viene a decir que cuando una sociedad anónima ha debido ser liquidada a 
consecuencia de fraudes, simulaciones o infracción a la ley o a los estatutos, serán castigados como 
quebrados fraudulentos los directores y los administradores que hayan cometido los hechos. 


El doctor Martínez Moreno, aún reconociendo que “la pobre y escasa historia legislativa de la 
sanción de la Ley de 1893 es muy poco explícita”, de todas formas insistía en que “es de toda 
evidencia que el Legislador al redactar el proceso de liquidación de las sociedades anónimas, convirtió 
los supuestos del artículo 76 en concordancia con lo que disponen los artículos 24, 43 y 44 en 
supuestos de responsabilidad civil y eventualmente penal, aunque no dijo una palabra acerca de que 
autorizaba los supuestos penales sustrayéndolos del proceso de liquidación de la sociedad. Si la ley 
entera” -argumenta Martínez Moreno- “versa acerca de cómo se disuelven y liquidan las sociedades 
anónimas, es obvio que si el artículo 76 exorbitara ese marco, tal condición de extravasación 
excepcional de los contenidos de la ley debió haber merecido alguna declaración en su contexto o, por 
lo menos, en la historia de su sanción y no aparece tal salvedad por ningún lado”. 


En la misma línea de prudencia propugnada por Martínez Moreno, la Profesora Adela Reta 
sostenía una interpretación restrictiva de este artículo 76, por la cual el procedimiento solo funcionaría 
cuando la sociedad anónima se encontrara en proceso de liquidación. 


En definitiva, como sostenía Soler, independizar al tipo de todo proceso liquidatorio conduciría 
a “erigir por vía de una interpretación duplicante, un texto multívoco, contentivo de un súper delito”. 


El doctor Fernández afirma en su obra citada que “Desprendido del telos condicionante 
implicado en la liquidación, nos queda que ese artículo 76 castiga sin describir ningún tipo de acción, 
toda forma de simulación, fraude o ilegalidad, y que esas formas genéricas de delito” -que el profesor 
argentino moteja como “cajones de sastre”- “serían aplicables solo para directores y administradores 
de las sociedades anónimas, cuando no puedan imputarse ninguna de las numerosas formas de 
fraude, simulación u ilegalidad definidas en el Código Penal. El razonamiento, además de encerrar un 
absurdo jurídico, perfila la flagrante violación del principio de reserva, de rango constitucional que ha 
asentado su soberanía en el Derecho Penal contemporáneo, desterrando para siempre los súper 
delitos o toda forma de incriminación indefinida que pudiere ser empleada para “cubrir todos los 
intersticios dejados por las figuras de delito del Código Penal, siempre incómodamente estrechas, 
como si el rigor y la estrictez de esas figuras no fueran la garantía básica de las libertades ciudadanas”. 


Por eso concluye en esa obra el doctor Fernández: “En suma, la existencia de un delito 
genérico, superior a las figuras típicas y derogatorio o supletorio de ellas, infringe el principio de 
legalidad e incurre en vicio de inconstitucionalidad”. 


Bayardo Bengoa, estudiando el texto rechazaba, en contra de la opinión de Soler, que 
hubiere una condición de procedibilidad, pero reconocía que se establecía una “condición objetiva de 
punibilidad compleja”, consistente en la constatación de “pérdidas patrimoniales”, las que solo podrán 
determinarse previo estado de liquidación judicial del ente moral. 


Langón, por su parte, en forma congruente con el resto de su argumentación que sostiene la 
derogación tácita de esta ley, afirma que “el artículo 76 funciona dentro de toda la sistemática de la ley, 
dentro del proceso de liquidación por ella previsto, y he aquí que dicho procedimiento ha quedado 
totalmente derogado por disposiciones posteriores, lo cual hace inaplicable, por lo menos a mi criterio, 
a dicha ley en toda su extensión”. 


En este sentido, luego de examinar el régimen jurídico vigente a partir de la aprobación de la 
Ley N* 16.060 de Sociedades Comerciales, Langón concluye en la incompatibilidad de la Ley N* 2.230 
con esa ley, “que vino a sustituir todo el sistema de liquidación de la sociedad anónima, que era al fin y 
al cabo, el objetivo y razón de ser de la vieja ley de 1893”. En definitiva, no creemos posible que pueda 
sobrevivir aisladamente el artículo 76, no solo por las contundentes razones antes esgrimidas, sino 
ante el hecho de que todo el marco regulatorio en el que pudo tener algún sentido -el de la liquidación 
judicial de la Sociedad Anónima- ha perdido absolutamente vigencia y cambiado radicalmente, al punto 
de que la liquidación de bancos, -que son los casos en donde se aplicó la norma- puede hacerse en vía 
administrativa por el propio Banco Central del Uruguay, lo que impide ingresar al estado de liquidación 
judicial y a la determinación jurisdiccional de la solvencia o insolvencia de la masa, que constituye la 
condición objetiva de punibilidad de la figura que comentamos. 


Es muy relevante esta posición del doctor Langón ya que sus afirmaciones relativas a la 
compatibilidad entre las Leyes Nos. 2.230 y 16.060, esta última de Sociedades Comerciales, podrían 
en la actualidad trasladarse, prácticamente, para explicar la incompatibilidad entre la misma ley 2.230 
con la 18.387: “Asistimos así al espectáculo de dos normas que regulan la misma cuestión, dictadas en 
dos momentos diferentes y sucesivos en el tiempo, lo que plantea, por lo menos, un caso de concurso 
aparente de leyes penales, que se resuelve por la regla de la especificidad, si es que no se considera, 
como yo prefiero -dice Langón- que estamos ante una derogación lisa y llana de la norma anterior, por 
la posterior”. 


Para concluir un tema que podría insumir mucho más tiempo, resumidamente podemos decir, 
junto al doctor Fernández, que “mientras la Jurisprudencia se inclina unánimemente por la aplicación 
incondicionada del artículo 76, la Doctrina entera reclama, contrariamente, la previa declaración 
judicial, como conditio sine qua non para dinamizar el precepto legal, centrándose las discrepancias 
doctrinarias en la diversa naturaleza jurídica atribuible a la liquidación, que mientras para unos es 
condición objetivo de punibilidad, para otros significa una condición de procedibilidad y, en una última 
posición, resulta ser una cuestión judicial previa. 


Frente a esto, señor Presidente y señores Senadores, también debemos abordar la 
sustitución de las previsiones de la Ley N* 2.230 por el delito de insolvencia societaria fraudulenta de la 
Ley N* 14.095, de llícitos Económicos -a que hacía referencia hace unos momentos- de 17 de 
noviembre de 1972. 


El artículo 5% de la Ley N* 14.095, de Delitos Económicos, delito de insolvencia societaria 
fraudulenta, establece: “El que para procurarse un provecho injusto, para sí o para otro, ocultara, 
disimulara o hiciera desaparecer, parcial o totalmente, el patrimonio de una empresa en perjuicio de un 
tercero, será castigado con pena de doce meses de prisión a diez años de penitenciaría”. 


Langón dice: “Una ley a la que le falta tanto el precepto como la sanción, no es una ley 
penal, por lo que el supuesto delito del artículo 76 de la Ley N* 2.230 no existe jurídicamente”. -Pero- 
“La comunidad no queda después de todo desprotegida, ya que el delito de insolvencia societaria 
fraudulenta cubre perfectamente el vacío, que planteaba lo que dio en llamarse 'vaciamiento de 
empresas'. Y a esta parte de la legislación debe acudirse para resolver estos casos sin pretender 
aplicar, a marcha de martillo, un texto tan inadecuado, deficiente y sobre todo derogado como la Ley N* 
2.230”. 


“El delito de insolvencia societaria fraudulenta elaborado por Bayardo, en definitiva vino a 
plasmar una figura de peligro, un delito de tenencia estructurado sobre los mismos verbos que la vieja 
ley de 1893, el fraude y la simulación”. 


En el mismo sentido, la doctora Grezzi decía: “Entre quiebra fraudulenta e insolvencia 
societaria fraudulenta la relación es de alternatividad.” No solo estamos en presencia de dos normas 
penales que tienen un elemento común, sino que todos los elementos de la Ley N* 2.230 están 
contenidos en la Ley  N” 14.095, al punto que la Ley de Sociedades Anónimas es la norma general y 
la Ley N* 14.095 la especial, que debe prevalecer. La Profesora Grezzi admite de todas formas una 
sobrevivencia residual de la Ley N* 2.230, que en el caso que he mencionado el doctor Langón no 
admite por considerar que está derogada. 


Hasta aquí he desarrollado, en apretada síntesis, las diversas opiniones que, a lo largo de 
más de un siglo de existencia, mereció la Ley N* 2.230. Se trata de un escenario de contradicción 
jurisprudencial y doctrinaria, agravado por fuertes cuestionamientos acerca de la constitucionalidad de 
la propia Ley N* 2.230 y calificaciones tan graves -desde “monstruo innominado” a “ley 
inconstitucional”- que, para decirlo en forma austera, por lo menos, marcan un panorama de 
incertidumbre jurídica lo suficientemente grave como para que, como Legislador, me hiciera sentido la 
sugerencia recibida del doctor Gonzalo Fernández de revisar las soluciones penales previstas en la 
norma. 


Con todo, no fueron estas las razones determinantes que motivaron la presentación del 
proyecto de ley derogando los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. 


A partir de la aprobación de la Ley N* 18.387, sobre Declaración Judicial del concurso y 
reorganización empresarial, surgió otra serie de razones que explican la necesidad de derogar esos 
artículos. 


La nueva ley puso fin a un régimen disperso en varias normas legales sucesivas en el tiempo, 
algunas -como vimos de más de un siglo atrás- unificando un régimen común acorde a la evolución del 
instituto del concurso empresarial en las más modernas legislaciones. 


El cambio sustancial opera desde el artículo 1%, que dispone que la declaración de concurso 
procede respecto de cualquier deudor que se encuentre en estado de insolvencia, o sea, cualquier 
deudor que no puede cumplir con sus obligaciones. A renglón seguido, establece el ámbito personal o 
presupuesto subjetivo para su aplicación. Procede respecto de cualquier deudor, persona física o 
jurídica, civil o comercial, que realice actividad empresarial. 


En lo que refiere a la materia penal, el nuevo sistema unifica la calificación de los delitos 
vinculados con la actividad comercial, permitiendo superar el caos normativo previo en la cual 
coexistían delitos previstos en distintas normas legales, de forma superpuesta. 


Para proceder a la unificación del proceso concursal para todas las personas que realicen 
actividad empresarial, la Ley N*“18.387 debió derogar todas las normas precedentes en su artículo 256. 
No voy a abundar en el tema por lo extenso de las citas de normas derogadas, pero alcanza con 
concluir que fueron expresamente derogadas las normas subsistentes de la Ley N* 2.230 -artículos 
13 a 41 y 45 a 75- los Títulos respectivos de los Códigos de Comercio y Civil, la Ley N* 17.292 en los 
artículos referidos al tema, al igual que la Ley N* 16.060. Es decir que la nueva ley general de 
concursos de las personas fallidas modificó en forma expresa e integral toda materia vinculada a 
responsabilidades civiles y penales en los procesos anteriores de liquidación judicial, concordato 
preventivo, quiebra y cualquier otra forma de proceso judicial de bancarrota de quienes desarrollan 
actividad empresarial. 


Les voy a ahorrar el análisis puntual de las figuras delictivas previstas en la Ley N* 2.230 y su 
incongruencia con la nueva legislación. Lo puedo hacer pero no lo voy a hacer. Debo sí explicar que los 
delitos previstos en los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230, fueron sustituidos por la Ley 

N* 18.387 que establece un nuevo régimen concursal y normas específicas sobre 
responsabilidad civil y penal de las personas físicas de los Directores, administradores y 
representantes de las sociedades. 


El Título IX de la nueva ley, bajo la denominación de “Calificación del Concurso”, puso punto 
final a la larguísima discusión doctrinaria en la materia. A partir de ahora, el Juez interviniente calificará 
como culpable o fortuito el concurso. “El concurso se calificará” -según el artículo 192- “como culpable 
cuando en la producción o agravación de la insolvencia hubiera existido dolo o culpa grave del deudor 
o, en caso de personas jurídicas, de sus administradores o de sus liquidadores de hecho o de 
derecho”. 


El artículo 193 tipifica todos los supuestos que implican presunciones absolutas de 
culpabilidad y, el 194, califica otras conductas como presunciones relativas de culpabilidad. 


Por su parte, el artículo 195 refiere a la responsabilidad de los coautores o cómplices de los 
hechos presuntivamente dolosos o culpables graves. 


Todo el referido proceso de calificación que se tramita como incidente, culmina con una 
sentencia que declara fortuito o culpable el concurso, según lo que dispone el artículo 201. 


La sentencia que declara culpable debe determinar: a) las causas, b) los autores y los 
cómplices, c) los afectados, d) las sanciones civiles, e) la pérdida de derechos y f) la condena a las 
restricciones debidas. 


En el caso de que el deudor fuese una persona jurídica, la sentencia podrá además condenar 
a los administradores, liquidadores, integrantes del órgano de contralor, a la cobertura del déficit y, 
según el artículo 201, las disposiciones sobre calificación del concurso se establecen sin perjuicio de 
las normas penales que correspondiere aplicar si alguno de los implicados hubiere incurrido en 
conductas delictivas. 


En el Capítulo XIV del nuevo régimen legal, se establecen las “Disposiciones Penales” 
artículo 248 -Fraudes Concursales- “El deudor que, fuera de lo establecido por el artículo 253 del 
Código Penal -del quebrado fraudulento- y en oportunidad de la solicitud del concurso o en cualquier 
etapa posterior, exagera u oculta su pasivo, reconozca o aparente privilegios inexistentes o constituidos 
ilícitamente, sustraiga o esconda los libros sociales, acuerde u otorgue a sus acreedores con cargo a la 
masa activa, ventajas particulares en razón de su voto, será castigado con un año de prisión a cinco 
años de penitenciaría”. 


Resultaba, en consecuencia, incongruente mantener en vigencia los artículos 42, 43, 44 y 76 
de la Ley N* 1.893, por cuanto los nuevos tipos legales han previsto la totalidad de los supuestos de 
inconductas previsibles en el proceso anterior o posterior a la demanda del concurso empresarial. 


En conclusión, señores Senadores, a partir de la vigencia de la Ley N*18.387, y las 
subsiguientes derogaciones introducidas por la Ley N*18.411, son aplicables a todas las personas 
físicas que actuando por sí o como directores, representantes o administradores de una persona 
jurídica societaria, los delitos y las penas establecidas: a) por el Código Penal de 1934, b) por la Ley N* 
14.095 en materia de delitos económicos, en particular, la insolvencia societaria fraudulenta, (artículo 5) 
y C) por la figura del fraude concursal del artículo 248 de la Ley N* 18.387. Tan así es que en un notorio 
caso la Jueza Gatti, ante la duda de aplicar el artículo 76 y la insolvencia fraudulenta a algunas de las 
personas relacionadas con este grupo familiar -en particular, el más importante- lo procesó por 
insolvencia societaria fraudulenta, argumentando que era preferible este delito a la aplicación del 
artículo 76. 


Antes de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.387, las figuras penales incluidas en los 
artículos 42, 43, 44 y 76 de la Ley N* 2.230 eran objeto de fuertes cuestionamientos doctrinarios, 
configurando un escenario de contradicción jurisprudencial con la doctrina de incertidumbre jurídica. 


Luego de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.387, dichos artículos pasaron a carecer de 
sustento jurídico, por cuanto las conductas tipificadas en dichas normas, quedaron incluidas en las 
disposiciones del Título IX de la Ley N* 18.387. Mantener estos artículos hubiera implicado una 
absurda e infundada duplicación normativa, al punto que, incluso de no haberlos derogado 


expresamente, se hubiera podido sostener -como se ha hecho- su derogación tácita por efecto de la 
nueva ley en el tiempo. 


A continuación, voy a hacer una reflexión de carácter final. La idea era historiar sobre la 
gestación política del proyecto, de la ley y, sobre todo, del proyecto modificatorio. Pero en particular la 
intención era dar un fundamento jurídico claro de por qué desde el punto de vista legal es 
absolutamente procedente la derogación de estos artículos que considero importantes, sin perjuicio de 
las interpretaciones que se puedan realizar en el ámbito del Poder Judicial, que está fuera de la labor 
legislativa, más que nada por la necesidad u obligación de legislar sin nombre ni apellido o con una 
visión de carácter general. Como Legislador y profesional del Derecho, debo expresar que esta es una 
elaboración del hombre, por lo que debe mantenerse en un permanente estado de modernización a los 
efectos de ajustarla a las nuevas realidades. A su vez, el Legislador, que debe someterse al imperio de 
la ley -base de un sistema democrático- también debe ajustar su conducta a estas demandas. Lo 
esencial es que ninguna persona, en especial el Legislador, renuncie a su dignidad, olvide que se debe 
a la Justicia, traicione su conciencia o deje de reconocer que por encima de todas las claudicaciones y 
las vorágines pretorianas, la ética y la moral acaban siempre por pronunciar su última palabra. 


No se trata de cuestionamientos jurídicos ni éticos; no se puede ignorar el hecho de que 
cuando la opinión pública se conmueve por intereses políticos, siempre existe la tendencia a buscar un 
responsable, un chivo expiatorio. De allí se ingresa en los silogismos conspirativos que terminan en 
fáciles conclusiones, demoliendo sin mayores argumentos la integridad de las personas. 


Como gran reflexión, señalo que he aprendido que en la vida pública hay tres clases de 
personas: las que desde la Academia y la intelectualidad investigan una situación, plantean un 
problema y un desafío; las demagogas, que evitan el problema y salen en búsqueda de los 
responsables; y aquellas con responsabilidad y con visión de Estado, que enfrentan los problemas, 
asumen los costos y ejercen la función pública ajenas a cualquier interés espurio, ya sea de carácter 
personal o de terceros. En mi extensa actividad política he intentado, e intento, participar de esta 
tercera categoría, con luces y con sombras, y con un estilo que no varía sustancialmente desde mi 
posición de gobierno o desde la minoría. Eso tiene costos, que asumo con tranquilidad de espíritu, 
sobre todo con humildad pero con la firmeza suficiente como para reforzar la acción legislativa como 
forma de evitar el descrédito que, empezando por el Parlamento, termina socavando el prestigio de las 
instituciones y a veces, hasta en forma inconsciente, nos coloca en la antesala del autoritarismo y de la 
violación de los derechos humanos. 


Señores Senadores: tenemos una gran responsabilidad que no se agota en administrar 
nuestras divergencias, sino que nos exige superarnos en nuestra función legislativa, tanto en la técnica 
jurídica como en la proyección política. Y no podemos, so pretexto de corregir algunos errores, 
erosionar todos los días la acción de los Poderes del Estado, sin perjuicio de recurrir -como la 
Constitución lo habilita- a una labor interpretativa por parte del Poder Legislativo, porque en el 
contrapeso de la separación de Poderes, ellos son el gran dique de contención para el desborde y el 
desconocimiento de todos los derechos humanos básicos. 


Antes de que los señores Senadores realicen las preguntas y comentarios que les parezcan 
pertinentes, quiero concluir señalando que desde mi punto de vista no ha existido ni un beneficio 
indebido a personas en particular, aprobado de contrabando, y mucho menos una acción irresponsable 
del Cuerpo Legislativo. Algunos podrán decir que votan sin saber lo que votan; otros, que han sido 
engañados; yo no digo ni una cosa ni la otra. Sabía perfectamente lo que estaba proponiendo y 
votando, y me hago absolutamente responsable. El Legislador y el político no navegan en aguas 
mansas. Esto lo he vivido como Ministro en dos oportunidades y como Legislador en varias 
Legislaturas. Me congratulo de ser el primero en comparecer en esta Comisión, porque es frente a mis 
pares que debo brindar mi testimonio. No he ocultado ni tengo nada que ocultar. Tengo la tranquilidad 
de conciencia de que como hombre público he dicho siempre la verdad. No acepto el concepto de 
doble moral en la vida pública, y aunque parezca ampuloso y hasta exagerado en las circunstancias 
que hemos vivido, rescato el resplandor de los principios frente a la oscuridad a veces sombría de los 
hechos. 


Muchas gracias. Estoy a disposición de los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde ahora abrir un espacio para que los señores Senadores puedan 
plantear sus preguntas. Antes quiero aclarar que tenía algunas interrogantes para formular al señor 
Senador Abreu, pero en esta apretada exposición que acaba de realizar me las fue contestando 
largamente y con argumentos. Por lo tanto, no voy a realizar preguntas. 


SEÑOR PASQUET.- Como es notorio, no soy miembro de esta Comisión y he asistido invitado por la 
Secretaría y en carácter de denunciante, tal como lo denomina el Reglamento. A mi juicio, en ese 
carácter estaría habilitado para hacer alguna pregunta, pero quisiera saber cuál es la opinión de la 
Comisión al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión debe resolverlo, porque el Reglamento no establece eso, sino 
que el denunciante puede plantear alguna diligencia. En todo caso, sería conveniente leer el artículo 
pertinente y que la Comisión decida. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que de acuerdo al ambiente en el que está funcionando la Comisión y en la 
medida en que el señor Senador Pasquet ha actuado activamente en este tema, sugiero que se le 
permita plantear sus preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejemos constancia de lo que dice el Reglamento, más allá de que la 
Comisión lo habilite. 


Léase el artículo 138 del Reglamento. 
(Se lee:) 


“Articulo 138.- Las Comisiones Investigadoras, en los casos en que se les haya 
encomendado una investigación que verse sobre dos o más puntos independientes, deberá dictaminar 
por separado sobre cada uno de ellos, a medida que los vayan esclareciendo. 


El denunciante no integrará la Comisión Investigadora, pero podrá asistir a todas sus 
actuaciones y pedir la adopción de las medidas que repute conducentes al rápido esclarecimiento de 
las denuncias”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es muy claro lo que establece el artículo 138, pero como los colegas 
están de acuerdo en habilitar al Señor Senador Pasquet a realizar preguntas, le concedemos el uso de 
la palabra. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente. 


Creo que la interpretación que adopta la Comisión es la que mejor se ajusta a la letra y al 
espíritu del Reglamento, porque si puedo proponer la adopción de las medidas conducentes al objeto 
de la Comisión, también abreviamos caminos si puedo preguntar directamente sin pedirle a la 
Comisión que sería conducente que se haga tal o cual pregunta y tengamos que hacer todo ese rodeo. 
De todas maneras, son muy pocas las preguntas que tengo para hacer. 


SEÑOR GALLINAL.- Son las que mejor se adaptan a nuestra buena voluntad. 
SEÑORA XAVIER.- A mi juicio, no son esas las diligencias, pero está habilitado para hablar. 
SEÑOR PASQUET.- Digamos que por distintos fundamentos estamos de acuerdo. 


Mi pregunta es muy sencilla. Quisiera consultar al señor Senador Abreu si en ocasión de 
formularle la sugerencia a la que hizo referencia, en el sentido de la conveniencia de derogar ciertas 
normas de la Ley N* 2.230, o en alguna otra ocasión, el Doctor Gonzalo Fernández le dijo que él u otra 


persona de su estudio jurídico patrocinaban a uno de los imputados en la causa que se ha dado en 
llamar “Banco de Montevideo”. 


SEÑOR ABREU.- No; de ninguna manera. La sugerencia y la conversación giraron exclusivamente 
sobre temas jurídicos y la necesidad de eliminar algunas incongruencias vinculadas a los artículos 42 a 
44 y 76. Digo más, si se hubiera hecho esa mención, la conversación hubiera terminado en ese 
momento. Eso está claro. Sí he dicho que me hubiera gustado -como lo expresé en el Plenario- que se 
me comunicara que el artículo 76 se retiraba del proyecto general en su envío al Poder Legislativo, por 
iniciativa del Secretario de la Presidencia, quien advirtió al entonces Ministro de Economía y Finanzas, 
Contador Astori, la necesidad de retirarlo. Pero yo de eso me enteré, por decirlo en términos jurídicos, 
“post mortem”, hace poco tiempo; si bien desde el punto de vista de la doctrina no existía la obligación 
de comunicármelo, hubiera sido saludable a los efectos de advertir, incluso, temas de prudencia 
política, que es un concepto absolutamente distinto al de rigor jurídico en el manejo de la situación. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera preguntar ahora al Senador Abreu si con posterioridad a la ocasión a la 
que acabo de hacer referencia, específicamente durante el trámite del proyecto de lo que fue la Ley N* 
18.411 en la Cámara de Representantes, supo por otra vía -no a través del doctor Gonzalo Fernández- 
que él u otra persona de su estudio patrocinaban a uno de los implicados en la causa aludida. 


SEÑOR ABREU..- En verdad, no. 


SEÑORA XAVIER.- Espero no hacer repetir al Senador Abreu cosas que ya han quedado registradas 
en la versión taquigráfica. Es claro que usted, como abogado de mucha experiencia, coincidía con la 
opinión del doctor Gonzalo Fernández en los motivos que avalaban la derogación del artículo 76 y 
otros pasibles de ser derogados. Además, el señor Senador conoce una abundante bibliografía que 
habrá repasado para venir acá, pero que no le es ajena en su conocimiento y en su manejo personal. 
Quisiera saber si en el transcurso del procedimiento legislativo usted habló con otros asesores - 
eventualmente, cuáles fueron sus opiniones- y si esta fue una decisión de su Bancada o consultada 
por el Senador con su Bancada. 


SEÑOR ABREU.- Los asesores que yo tengo son, por suerte, unos cuantos y buenos. Cuando se 
planteó esta iniciativa, recurrí a ellos, pues algunos son abogados de primer nivel y otros tienen cierta 
especialidad en Derecho Penal. Esta derogación no fue planteada al correr de la pluma ni en forma 
improvisada; el tema quizás no fue estudiado con la misma profundidad que ahora, pero sin duda fue 
analizado con los mismos fundamentos jurídicos que hoy desarrollo acá. Es más, como miembro 
informante de estos temas, la comunicación, tanto a los Senadores de mi propio Partido como a los 
demás fue parte también de la invocación que yo realizara con absoluta certeza y buena fe de que la 
sugerencia del doctor Fernández era acompañada. Seguramente ustedes recibirán el testimonio del ex 
Senador Alfie, quien me preguntó, como tantos otros, a qué se debía este tipo de sugerencia. Existía la 
convicción de que debía ser derogado, en función claramente de un criterio de carácter general de la 
ley, no de carácter particular, sin perjuicio obviamente de todo lo que después se produjo, que son 
temas distintos a lo que, desde el punto de vista jurídico y en mi opinión como Legislador, deben 
primar en su decisión. Pero además he repasado la votación del Senado y el resultado fue de 21 en 23 
por la afirmativa. 


En síntesis, quería trasmitir a todos que este tema era absolutamente compartible y 
recomendable desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR AMORÍN.- Simplemente quisiera confirmar un aspecto que no me quedó claro. Durante la 
discusión de la Ley N* 18.387, que supongo habrá sido bastante profunda, se resolvió no hacer 
modificaciones. Esto fue así porque cualquier tipo de modificación iba a abrir la discusión y, en ese 
caso, se podía trancar un proyecto que, como me consta, todo el mundo anhelaba aprobar, pues era 
modernizador. Eso, históricamente, ha pasado con muchas leyes. También nos hemos enterado de 
que ese proyecto, cuando lo estudió el Poder Ejecutivo, ya tenía estas derogaciones y, por lo menos a 
cierto nivel, se conocía la inquietud del Secretario de la Presidencia, doctor Gonzalo Fernández, en el 
sentido de que en ese momento estas derogaciones podrían causar alguna complicación. Estamos 
hablando del año 2006, que es cuando se comenzó el trámite de la ley. Quisiera saber si los 
Legisladores de otro partido en el Senado, tuvieron algún conocimiento de ese episodio. 


Concretamente, pregunto si la iniciativa se aprobó sin que se discutiera en la Comisión ni en el 
Senado. 


SEÑOR ABREU.- No sólo no teníamos conocimiento, sino que, tal como mencioné, en la Comisión 
nunca se hizo referencia a si el artículo estaba o no. Tampoco se hizo esa mención en el Plenario ni en 
la conversación que tuvimos posteriormente. En realidad, no era obligatorio, pero me hubiera gustado 
tener esa información. En lo personal, me enteré de esta observación con posterioridad, cuando se 
produjo la situación que motivó la integración de esta Comisión Investigadora. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Cuando el señor Senador Abreu habla de la sugerencia de la derogación en la 
conversación mantenida en el Ministerio de Relaciones Exteriores, específicamente, ¿esa sugerencia 
fue para derogar los artículos 42 al 44 y 76 de la Ley N* 2.230 o fue para fijarse en las incongruencias 
que había en la ley? 


SEÑOR ABREU.- En realidad, fue más concreto; las incongruencias fueron manejadas, pero también 
los artículos, en especial el 42 y el 44, así como el 76. Pero todo se orientó a este tipo de artículos. 
Como no soy penalista, por lo menos conocido, no se me hizo ninguna referencia de carácter general. 
Si se me hubiera dicho que había una incongruencia, obviamente habría preguntado cuál era. Y eso 
fue lo que se me trasmitió, yo diría, con un sentido jurídico muy compartible, porque estábamos 
hablando de una ley, incluso en un momento en que le mencioné al Canciller su importancia. Ahora 
bien, quiero destacar que ese punto no se tocó al pasar, ni en un ascensor, sino que se trató de una 
conversación muy puntual y clara sobre las derogaciones que se debían producir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Senador Abreu su presencia y la información que nos 
ha brindado. 


(Se retira de Sala el señor Senador Abreu) 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que en virtud de la pregunta del señor Senador Amorín sobre si se hizo 
alguna advertencia en cuanto a la derogación del artículo 76 y sus efectos cuando se legislaba sobre la 
llamada “ley grande”, quiero decir que difícilmente pudo ocurrir así, porque nunca llegó un proyecto del 
Poder Ejecutivo que contuviera dicha derogación. Cuando la advertencia fue realizada por el doctor 
Gonzalo Fernández en su calidad de Secretario de la Presidencia, fue hecha directamente al Ministerio 
de Economía y Finanzas, donde se estaba tratando ese asunto. Esto me lleva a formular una 
propuesta en el sentido de que si, eventualmente, en el Ministerio de Economía y Finanzas hubiera 
quedado algún borrador, sería oportuno tenerlo para poder chequearlo con el proyecto de ley que 
originalmente llegó a la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, la señora Senadora Xavier plantea que, dado que el tema de las 
derogaciones no fue planteado directamente por el Poder Ejecutivo en un proyecto sino que fue una 
sugerencia del doctor Gonzalo Fernández al Ministro de Economía y Finanzas en el año 2006, si 
existiera alguna versión escrita o digital, o un borrador realizado en el momento en que se discutía la 
ley, sería oportuno solicitarlo. 


SEÑORA XAVIER.- Lo que sucede es que cuando esto toma estado parlamentario, ya no lo tiene. 


SEÑOR AMORÍN.- Dado que estos temas nos tocan a todos, y ya que claramente estamos haciendo 
una investigación de la actividad del Senado, voy a aclarar cuál es mi intención a la hora de formular 
esta pregunta. Evidentemente, detrás de todas las preguntas hay una intención; en mi caso, era saber 
si en el Senado se había analizado este tema o solamente se manejó en la órbita del Poder Ejecutivo. 
Considero que si se hubiera tratado en la Comisión, cuando llegara la hora de analizar la derogación 
se habría trabajado con más cuidado; de esa manera, la situación del Senado habría sido distinta. Está 
claro que se habló de este tema y, según la información que tenemos ahora, que no es definitiva 
porque vendrán otros actores a conversar sobre este asunto, en principio parece que en aquel 
entonces podían surgir complicaciones y por eso se sabía a nivel del Poder Ejecutivo, pero no se 
conocía en el Poder Legislativo. 


En síntesis, mi intención era saber qué conocimiento tenían los Senadores de esta situación. 
De todos modos, considero que la propuesta de la señora Senadora Xavier es muy aceptable. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Michelini) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Investigadora tiene mucho gusto en recibir al señor Senador 
Michelini, a efectos de que brinde su opinión con relación al tema objeto de discusión. 


Tiene la palabra el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Tomé conocimiento de esta ley a partir de que la ex señora Senadora Percovich 
me proporcionó la redacción para que le diera mi opinión, dado que fui uno de sus principales 
promotores. Debo decir que el texto no me sorprendió, porque la iniciativa estuvo cuatro meses a 
consideración del Senado y ya nuestros visitantes nos habían transmitido, sin ningún tipo de 
especificación, que había que derogar algunos artículos que no venían de la Cámara de 
Representantes. 


Quiero puntualizar que para mí era como una sola ley, porque el artículo 1% era una 
referencia a que la ley entrara más rápido, producto de alguna situación que necesitaba ampararse en 
la ley concursal y el artículo 2% contenía derogaciones adicionales a las derogaciones que el proyecto 
de ley concursal había traído. Por lo tanto, esto no me generó sorpresa, porque se trataba de una 
iniciativa que fue estudiada por cinco o seis Senadores, como ocurre en todos los casos. Firmamos la 
moción integrantes de los tres partidos: el señor Senador Abreu como proponente, el entonces 
Senador Alfie, por el Partido Colorado y la ex Senadora Percovich y quien habla, por el Frente Amplio; 
así se votó. 


Quiero dejar constancia de que cuando se trató la primera ley, la concursal, y la Ley N 
18.411, en ningún momento el Canciller de la República de esa época y ex Secretario de la Presidencia 
me llamó, a pesar de que por otros temas teníamos contacto habitual, como les habrá pasado a los 
Senadores del Partido Nacional o del Partido Colorado cuando fueron Gobierno, en el sentido de tener 
un contacto permanente con los integrantes del Poder Ejecutivo. 


En esa ley -quien habla era uno de los referentes de la Bancada del Frente Amplio- yo tenía 
la referencia del Subsecretario de Economía y Finanzas, el economista Mario Bergara, con quien hablé 
en forma permanente. Cuando el señor Senador Abreu planteó algunas modificaciones a la ley 
concursal -que todavía no se había votado- expresamente hablé con Mario Bergara, quien me dijo: “No 
toquemos esta ley en el Senado porque se va a trancar en Diputados”. En función de eso, no la 
modificamos. A pesar de ser una ley delicada, contó con la votación unánime del Senado -agrego que 
fue informada por el señor Senador Abreu- y esto era importante porque, en la medida en que se 
estaban alterando aspectos de la propiedad, era bueno que la ley contara con la aprobación de todos 
los partidos. En ningún momento se señaló que esos artículos u otros pudieran afectar causa alguna, 
ni en la ley concursal -en la que se deroga una serie de artículos- ni en la Ley N* 18. 411. Repito que 
respecto a esas leyes nadie señaló -por lo menos, a mí no me llegó la información- que podrían estar 
afectando causa alguna. 


Además, a título personal quiero decir que no creo que nadie haya urdido un plan en esto. La 
conversación que se realizó en el Senado de la República por parte del señor Senador Abreu y del 
doctor Gonzalo Fernández corrobora que antes de que se votara la ley concursal el señor Senador 
Abreu pidió para hacerle algunas modificaciones y el Poder Ejecutivo entendió que no era viable. El 
señor Senador Abreu no insistió -de haber un plan, hubiera insistido- nunca me llamó para tocar el 
tema el entonces Canciller Gonzalo Fernández ni ningún otro integrante de la Bancada del Frente 
Amplio -Senador o Senadora- me planteó hacer modificación alguna. Si había un plan era lógico 
hacerlo ahí, porque nadie pensaba que se podía modificar en otro momento y porque lo del CASMU no 
estaba sobre la mesa. Si había un plan, era ese el momento. Vuelvo a decir que si bien en las 
Bancadas todos tomamos conocimiento de las iniciativas, siempre hay algunos Senadores y 
Senadoras que se especializan en tales o cuales proyectos. La entonces Senadora Margarita 
Percovich, y sobre todo quien habla, fuimos quienes estuvimos en el tema. Y, repito: nadie me insistió, 


ni el señor Senador Abreu -que me lo planteó una vez- ni ningún otro, para modificar el proyecto tal 
como fue aprobado por la Cámara de Representantes, a sabiendas de que no iba a haber una 
modificación futura. La modificación fue casual porque hubo una entidad, como el CASMU, que la 
provocó; de lo contrario no se hubieran hecho las otras derogaciones en esa instancia. 


Por ahora es cuanto tengo para informar. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber si en el tratamiento de la segunda ley, la que motiva la derogación 
de los artículos -entre otros el 76- se hicieron consultas, se tomó alguna decisión de Bancada o en 
esas circunstancias se votó. De acuerdo con lo que dijo el señor Senador, me queda claro que no hubo 
presiones para realizar la votación en ninguno de los dos proyectos, ni en el grande ni el chico. En 
particular, quisiera saber si en algún momento, sobre el segundo proyecto, se tomó alguna medida 
para reuniones de Bancadas o posicionamientos más globales. 


SEÑOR MICHELINI.- Todos conocemos el mecanismo y sabemos que las reuniones de Bancada se 
hacen cuando existen dudas. Nadie las tenía en cuanto a que había que derogar estos artículos e, 
inclusive, hacía poco lo había solicitado hasta el Colegio de Abogados del Uruguay. 


No se modificaron con la ley concursal por una simple razón: porque el Poder Ejecutivo pedía 
que no volviera el tema a la Cámara de Representantes y los Legisladores de la mayoría entendimos 
que le asistía razón. Supongo que para las Bancadas del Partido Nacional y de Partido Colorado los 
fundamentos eran válidos, porque el señor Senador Abreu informó el proyecto; no dijeron en ningún 
momento que si no se hacían determinadas modificaciones no lo votaban. Se votó el proyecto de la ley 
concursal. Hubo una sugerencia de hacer modificaciones a quien habla; luego consulté con Bergara y 
él me dio un argumento político en cuanto a que la ley se podría trancar. Por tanto, no fue ningún 
argumento sobre lo que se quería modificar o si estábamos de acuerdo, sino que el tema era que se 
iba a trancar en la Cámara de Representantes, por lo que había que votarlo. Cuando transmití esa 
información al señor Senador Abreu, no me planteó ningún inconveniente. No recuerdo si fue él quien 
pidió para informarlo o lo propusimos alguno de nosotros, pero lo cierto es que en ningún momento dijo 
que en esas condiciones no lo informaba. Tampoco se intentó presionar legítimamente para acompañar 
un proyecto que, repito, para nosotros era muy importante que fuera aprobado con el apoyo de las tres 
Bancadas. Era la primera vez que el tema de la propiedad se tocaba de una manera diferente. Reitero, 
no era que se informaba y se votaba el proyecto si se hacían determinadas modificaciones o se 
incluían equis derogaciones. Tampoco había en el horizonte ninguna perspectiva de que el proyecto de 
ley, una vez aprobado, fuera a modificarse rápidamente. Cuando se plantea la modificación, supongo - 
porque no lo tengo corroborado- que había alguna relación del señor Senador Abreu con el Presidente 
del Sindicato Médico del Uruguay, doctor Toledo, notorio hombre de extracción nacionalista, o con 
algún amigo en intermedio y, entonces, acercó el proyecto de ley más rápidamente porque le iba la 
vida al CASMU, y agregó las derogatorias que él siempre tuvo en mente. Doy por hecho que él sí hizo 
un estudio -el más afinado de todos- de esas derogatorias, porque no planteó uno, sino varios 
artículos. Cuando los vimos, en principio le trasmitimos nuestra aprobación, y a quien me consultó a 
nivel de la Bancada, le contesté afirmativamente. Supongo que varios integrantes de la Bancada del 
Frente Amplio no tenían el mismo conocimiento que nosotros e hicieron confianza en lo que les dijimos, 
pero estaba el tema del CASMU, del que sí se sabía, que preocupaba y que era urgente. 


SEÑOR MOREIRA.- Luego de escuchar al señor Senador, se me plantea una duda, porque habló de 
una propuesta de modificación por parte del señor Senador Abreu al proyecto de ley madre, compuesto 
de 263 artículos, pero resulta que no tenía que ver con la vigencia ni con la derogación que finalmente 
terminó siendo el contenido de la Ley N* 18.411, sino que se trataba de otro tipo de modificaciones 
sobre el contenido de la ley concursal. 


SEÑOR MICHELINI.- Él no me planteó el contenido de las modificaciones; me dijo que quería hacer 
algunos cambios y, por tanto, que consultara si el Gobierno se iría a mover en ese sentido. Hice las 
consultas del caso y, en función de las respuestas que se me dieron, trasmití que no lo haría. Por la 
información que trasmitieron el señor Senador Abreu y el doctor Gonzalo Fernández, tenemos 
conocimiento de que mantuvieron conversaciones antes de que se votara la Ley de Declaración 
Judicial de Concurso y Reorganización Empresarial, es decir, la ley grande. 


Vuelvo a reiterar: en la medida en que trasmití al señor Senador Abreu que no habría 
modificaciones, no me insistió, no me sugirió, no me condicionó a que tal o cual artículo fuera 
incorporado de todas maneras porque, de lo contrario, no contaría con su voto. Es más, termina 
informándolo. Todos sabemos que en leyes de esa importancia son pocas las veces en que la 
oposición -en este caso, el Frente Amplio es el Gobierno, pero en Administraciones anteriores eran 
otros los Partidos que ocupaban ese lugar- las informa. Por lo tanto, se sabía que era una buena ley. El 
señor Senador Abreu la había estudiado muy bien; no es un Legislador cualquiera, sino que estudia, 
dedicando horas y esfuerzo a su trabajo. Cuando nos planteó el segundo proyecto, la Ley N* 18.411, la 
tenía bien estudiada. Reitero que si alguien, por lo menos yo, pensara que se urdió un plan, se debió 
hacer en la ley concursal, pues en ningún momento se planteó que podía estar presente el tema del 
CASMU y que esto se iba a modificar. Es más, el señor Senador Abreu me hubiera dicho en ese 
momento: “No te preocupes, que dentro de un mes, cuando modifiquemos, porque va a venir lo del 
CASMU...”. No, no es así, porque ya habríamos incluido que la vigencia de la ley concursal sería de 
inmediato y no le dimos eso que era muy académico, es decir, que hubiera un elemento de transición, 
que se esperaran seis meses. Eso fue muy académico, pero la vida nos rompió los ojos porque al mes 
teníamos que estar haciendo entrar en vigencia la ley concursal, como sucede rápidamente con todas. 


SEÑOR MOREIRA.- De modo que el fundamento de la segunda ley estuvo dado por la urgencia 
determinada por la situación apremiante del CASMU, según el artículo 1* y, en el otro caso, por la 
fundamentación jurídica para evitar la duplicación de dos figuras delictivas. ¿Es lo que él les trasmite 
para que ustedes suscriban el segundo proyecto de ley y fuera presentado a nuestra aprobación? 


SEÑOR MICHELLINI.- Así es, señor Senador; cuando comenzamos a tratar la Ley N*18.411, había un 
primer artículo vinculado al CASMU. Reitero, aunque no lo puedo corroborar, que creo que existía una 
relación por parte del señor Senador Abreu -o de algún otro señor Legislador del Partido Nacional- con 
el doctor Toledo. 


Por otra parte, no me causó ninguna sorpresa que el señor Senador Abreu incorporara 
alguna modificación, porque es un hombre que ha estudiado la ley tanto o más que quien habla. 
Tampoco me llamaron la atención los artículos que se tocaron y no estuvo sobre la mesa que eso 
pudiera afectar causa alguna; ni este, ni los anteriores. 


SEÑOR MOREIRA.- Por lo que entiendo, habida cuenta del conocimiento que tenían del tema, no 
consultaron con nadie para darle la aquiescencia. 


SEÑOR MICHELLINI.- Lo que sucedió fue que en más de una oportunidad, tanto el Colegio de 
Abogados como nuestros visitantes plantearon la necesidad de derogar el artículo 76. 


Estuve leyendo las versiones taquigráficas de las diferentes sesiones y, a pesar de que no 
encontré expresiones del doctor Rippe en ese sentido, estoy seguro de que cuando nos saludamos me 
dijo: “Sé que hay que hacer algunas modificaciones” -no recuerdo que me haya mencionado 
expresamente algún artículo- y continuó: “pero sé también que si la tocamos mucho, la ley no sale”. 
Recuerdo también, -aunque no quiero poner en su boca palabras que no dijo- que me quedó la 
sensación de que lo perfecto es enemigo de lo bueno. En conclusión, esta ley de concursos se votó tal 
como vino redactada de Cámara de Representantes. 


Insisto, el señor Senador Abreu tenía muy bien estudiada esta compleja ley. En su momento, 
cualquier Senador podía hacerle una pregunta al Miembro Informante y éste debía estar al tanto de los 
pormenores. En lo personal creo haberla analizado casi al mismo nivel que el señor Senador Abreu 
aunque, claro está, el tiene una formación jurídica de la que carezco. Pienso que en ese momento la 
ex Senadora Percovich contaba con suficiente información y que el ex Senador Alfie -quien tiene una 
formación ideológica bien distinta a la mía, donde el tema de la propiedad es mucho más sacrosanto- 
también la había estudiado en forma más que suficiente. No se trata de una ley a la que los integrantes 
de la Comisión no le hayamos prestado atención. Fíijense que según esta ley concursal -a diferencia de 
la ley de quiebra o de concordato- en determinadas circunstancias especialísimas, el bien social de la 
empresa privilegia el núcleo de actividad, las deudas quedan en segundo término y quienes son 
acreedores ya no disponen del embargo. Incluso obliga, en algunos casos, a quienes son acreedores a 
hacerse cargo de determinadas circunstancias especiales. 


Insisto, no se trata de una ley que carezca de análisis por parte de los señores Senadores - 
no puedo hablar por todos, pero sí por los integrantes de la Comisión- y menos por parte de los 
señores Representantes, ya que en la Cámara de Diputados estuvo a estudio por dos años. Lo mismo 
digo respecto del Poder Ejecutivo; es más, recuerdo el manejo respecto del tema que tenían algunos 
asesores, incluso el propio contador Bergara. Ni el Poder Ejecutivo ni los parlamentarios estábamos 
improvisando. 


Cuando se trató en el Parlamento la Ley N*18.411, no se dijo que pudiera afectar causa 
alguna y todos sabemos lo que sucedió en la Cámara de Representantes, a pesar de que existen 
varias versiones. Terminado el desarrollo parlamentario, no hubo por parte de la prensa preocupación 
alguna  -ya en conocimiento de lo que se decía en los corrillos de la Cámara de Representantes o, 
incluso, del Poder Ejecutivo- de que esto pudiese afectar causa alguna. 


SEÑOR AMORÍN.- Por las expresiones del señor Senador Michelini me da la impresión -y 
seguramente así haya ocurrido- de que la Comisión recibió a muchas delegaciones que dieron su 
opinión y de que quizás había algunos temas en los que se entendía podía haber cambios, pero por la 
lógica de que el proyecto de ley se aprobara con el texto venido de la Cámara de Representantes para 
que fuera promulgada la ley, no se hicieron. El señor Senador Michelini también dijo que no tenía claro 
cuáles eran las modificaciones de las que le habló el señor Senador Abreu, y señaló que el Colegio de 
Abogados mencionó la necesidad de la derogación del artículo 76. Me gustaría saber si fue en esa 
Comisión que una delegación del Colegio de Abogados sugirió que dicha derogación era necesaria o 
conveniente. 


Cuando el señor Senador Abreu trajo la propuesta -según señala el señor Senador Michelini, 
además de decir que estaba apurado porque tenía un amigo en el CASMU- de derogar los artículos 42 
a 44 y 76, ¿no se consultó al Poder Ejecutivo al respecto? Lo pregunto porque fui parlamentario del 
Gobierno y cuando un colega de otro Partido me planteaba un tema, consultaba con el Poder 
Ejecutivo, sobre todo si el Ministerio de Economía estaba absolutamente jugado -y bien jugado- con el 
proyecto en cuestión. Es decir, si se estaba proponiendo una modificación a un proyecto de ley, se 
tendría que haber llamado al Poder Ejecutivo -es lo que hubiera hecho yo- para preguntarle cómo se 
procedía ante la propuesta del señor Senador Abreu. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Amorín ha tocado varios puntos. Primero, cuando el Senador 
Abreu me sugirió hacer algunas modificaciones, como el planteamiento provenía de un Senador que es 
muy exquisito -y no lo digo peyorativamente- entendí que su propósito era perfeccionar una ley; o sea 
que había perfeccionismo pero nada sustancial. Por eso opino que no pudo haberse urdido ningún plan 
porque, de lo contrario, el señor Senador habría hablado conmigo y con otros integrantes de la 
Bancada de Gobierno en forma más insistente. 


Segundo, cuando digo que él seguramente tenía relación con el doctor Toledo -hecho que no 
puedo probar- no estoy hablando de que hiciera amiguismo ni mucho menos; estoy diciendo que 
planteaba un problema real porque en el CASMU había una situación explosiva. El tema fue traído por 
el señor Senador Abreu, pero si ese día no lo hacía él, al siguiente lo haría otro integrante de la 
oposición o del Gobierno. 


Por otra parte, cuando digo que el Colegio de Abogados había hecho el planteamiento, no sé 
si fue expresamente en la Comisión. Sí puedo decir que fue público. Inclusive, también tuve esa duda y 
hace poco salió publicado en un diario que el Colegio de Abogados dijo que lo había planteado en 
reiteradas oportunidades. 


Con respecto a las consultas al Poder Ejecutivo, debo decir que las hacemos en forma 
permanente, salvo en algunas situaciones que son obvias. Para mí, este caso era obvio. Repito: nunca 
nadie, bajo ninguna circunstancia, me planteó, en calidad de Senador o de ciudadano que eso pudiera 
tener una consecuencia -digámoslo así- o una influencia en causa alguna; nadie de la oposición ni del 
Gobierno. Todos conocemos la actividad parlamentaria, todos sabemos que siempre nos estamos 
transmitiendo información de toda naturaleza advirtiéndonos acerca de diferentes situaciones. Voy a 
poner un ejemplo: en más de una ocasión el ex Senador Alfie, o el señor Senador Abreu -para citar dos 
casos- nos advirtieron -tanto a quien habla como a los coordinadores de Bancada o a los demás 


integrantes de las Comisiones en las que ellos estaban- sobre problemas que veían en las leyes. A 
veces quedaba constancia de ello en la versión taquigráfica y otras no; a veces hacíamos consultas y 
otras simplemente nos remitíamos a transmitir nuestra opinión. Yo ni siquiera hablé con el señor 
Senador Abreu y no me vino a decir “esto hay que derogarlo”. No; no me insistió. Pasó el texto a la ex 
Senadora Margarita Percovich y sí sé que habló -eso creo que es público- con el ex Senador Alfie. 
Margarita Percovich consultó a quien habla y supongo que después hizo lo propio con el resto de la 
Bancada. Pero yo lo di como bueno, porque esos artículos habían quedado pendientes. Si ahora me 
preguntan si se trataba de los artículos 42 al 44 o del 43 al 44, si se clarificó que el artículo 77 
aparentemente había quedado derogado en forma ficta o si se trató del artículo 76 o del 77, eso no lo 
puedo trasmitir. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiere decir que, en este caso, no fue consultado el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- No, pero también es público que una semana después se votó en la Cámara de 
Diputados un tema que era álgido y sobre el que el Ministerio de Salud Pública estaba bien al tanto. 
No era una ley que no se sabía que se estaba votando; al contrario, todo el mundo estaba siguiendo 
su tratamiento porque las horas del CASMU estaban contadas. Es más; después hubo una y otra 
asamblea para que el CASMU pasara de la quiebra y del concordato en que estaba a la ley concursal. 
Además, se contaban los días para que el Poder Ejecutivo hiciera la promulgación -que también era 
importante- de la Ley N* 18.411, porque de lo contrario la ley concursal no entraba en vigencia. 


Además, el Senado que la votó estaba integrado por personas que, incluso habiendo estado 
en el Poder Ejecutivo, en ese momento eran parlamentarios. Si mal no recuerdo, el actual Presidente 
era Senador y no sé si no presidió la sesión en la que se aprobó la Ley N* 18.411. Reitero que no sé si 
el señor Presidente Mujica no presidió la reunión, pero recuerdo que también estaba presente el señor 
Senador Astori quien, siendo Ministro impulsó la ley concursal. También estábamos muchos otros 
Senadores. 


SEÑOR GALLINAL.- Precisamente, mi pregunta iba referida a lo último que acaba de decir el señor 
Senador Michelini. 


El doctor Gonzalo Fernández sostuvo en Sala, hace pocas semanas -lo que además no fue 
desmentido por el Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado, entonces Ministro Danilo 
Astori- que cuando el Poder Ejecutivo iba a remitir al Parlamento el proyecto original sobre el tema 
concursal, al llegar a Presidencia de la República con origen Ministerio de Economía y Finanzas, él 
devolvió la iniciativa señalando al Ministro Astori que la derogación del delito que se anulaba a través 
del artículo 76 -que venía incluido en el proyecto original- tenía repercusión directa en el caso Peirano. 
A raíz de ello, el Ministerio de Economía y Finanzas corrigió el proyecto de ley y retiró la derogación 
que luego sí vino incluida en la segunda norma, la Ley N* 18.411. 


Quisiera preguntar al señor Senador Michelini si tenía conocimiento de ese episodio que se 
había producido durante la Administración anterior y de ese intercambio de opiniones dentro del Poder 
Ejecutivo, entre Presidencia de la República y el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MICHELINI.- No, señor Senador; sinceramente, me enteré después. Además, creo que en 
ese caso el tema era que esto podía repercutir en la libertad de esas personas. Precisamente, las 
personas que usted aduce ya estaban libres. En todo caso, en lo que podría repercutir es que en 
primera instancia la jueza no entendiera el caso y después el Tribunal de Apelaciones sí. Pero yo 
nunca asocié la ley concursal con una posible injerencia en los tribunales, en la justicia. Nunca nadie 
me trasmitió, planteó o advirtió esto. En esa circunstancia, aunque uno pensara que igual no iba a 
tener consecuencias, tanto la ex Senadora Percovich como quien habla hubiéramos informado a la 
Bancada. Como se comprenderá, esto tenía una connotación política, independientemente de lo 
jurídico. 


SEÑOR GALLINAL.- El doctor Gonzalo Fernández, cuando comparece en el Senado, manifiesta que 
él no tenía ningún tipo de relación con las consecuencias que trajo el tema del Banco Montevideo. Sin 
embargo, luego aparece una publicación en la cual se muestra un facsímil de un escrito presentado por 


su estudio, en el que se lo designa codefensor de personas involucradas en esta causa. Pero de esto 
tomamos conocimiento después de la sesión en la que compareció el doctor Gonzalo Fernández. 
Entonces, yo quisiera saber si el Senador Michelini conocía esto de antemano o, al igual que nosotros, 
se entera a través de la publicación. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo no tenía ese conocimiento; hubiera preferido tenerlo en una reunión partidaria 
que mantuvimos porque, como compañero, creo que tenía ese derecho. Algo distinto es la instancia del 
Senado -supongo que la Comisión Investigadora analizará este punto- porque en mi opinión, la 
convocatoria tenía que ver con un tema de fueros para el Senador Abreu, quien se sentía lesionado 
porque el doctor Gonzalo Fernández, no siendo Senador, había dicho que él faltaba a la verdad. En 
esa oportunidad, tanto el Senador Abreu como el Senador Fernández hicieron sus exposiciones; uno 
trasmitió que le había hecho sugerencias -nunca le escuché otra cosa al señor Senador Abreu, y hablé 
varias veces con él de este tema- y que ni siquiera le insinuó artículos, y los dos corroboraron que 
hablaron de esto a la pasada, cuando ya terminaba la reunión. Dieron a entender que el tema no era 
central para ninguno de ellos. 


Corroboradas las versiones y aceptadas por ambos, el Senador Fernández no informó al 
Cuerpo lo que después se hizo público y que, hasta ahora, no he visto que haya sido desmentido. 
Ahora bien, el tema central en la cuestión de fueros era si había habido, de parte de Gonzalo 
Fernández, un autor intelectual del proyecto de ley; en ese sentido, el Senador Abreu trasmitió que era 
de su puño y letra, que él había llevado el proyecto adelante, tal cual nos había quedado claro al inicio 
del proceso parlamentario de la Ley N* 18.411, cuando él mismo entrega a Alfie y a Percovich 
el texto que luego no tuvo modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas a formular, agradecemos la presencia del 
Senador Michelini. 


(Se retira de Sala el señor Senador Michelini) 
(Ingresa a Sala la ex Senadora Margarita Percovich) 


La Comisión Investigadora de los hechos de pública notoriedad que tienen que ver con la ley 
concursal tiene el gusto de recibir a la compañera y ex Senadora Margarita Percovich, a quien dejamos 
en uso de la palabra para que haga su exposición. Posteriormente, los señores Senadores podrán 
realizar las preguntas que consideren pertinentes. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, señor Presidente, me gustaría que me hicieran preguntas, 
porque no sé exactamente de qué quieren hablar. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que algo que tiene que quedar claro con respecto a la comparecencia de la 
ex Senadora y a la de otros integrantes de la anterior Legislatura, dado lo que es la resolución del 
Senado que se adoptó por unanimidad, es que tenemos como objetivo investigar la actividad de la 
Cámara de Senadores en el tratamiento de la Ley N* 18.411. Eso tiene que ver con nuestro 
comportamiento y con el hecho de si, eventualmente, la autonomía de criterio que cada uno debe tener 
para votar una ley, fue motivo de presión o de injerencia desde dentro o desde fuera del Cuerpo. Me 
parece que esa es una primera ubicación para que quede claro que lo que estamos relevando es un 
comportamiento individual que luego redundará en las explicaciones que daremos como Cuerpo, en la 
medida en que quienes integramos la Legislatura pasada, y también la actual, debemos responder al 
Senado y a la sociedad. 


En definitiva, me parece fundamental conocer si existió o no algún elemento de presión o 
algo que lesionara su autonomía en su condición de Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- No, en absoluto. El proceso de presentación y de evaluación de esta ley, en 
su momento fue algo fortuito. En realidad, nosotros teníamos los antecedentes de lo que había sido la 
ley marco, la original, que sí se discutió mucho -algunos participamos de las reuniones en la Cámara 
de Representantes con todos los actores- y que no modificamos a pedido del Economista Bergara y de 


todo el equipo de asesores que lo acompañaron a la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado. También tuvo mucho que ver el hecho de que uno de los integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado -en una coyuntura muy especial vinculada a la posibilidad de 
aplicarla más rápidamente de lo que se había previsto en la ley original- nos presentara un proyecto de 
derogación de un artículo que aparentemente había faltado en la ley anterior. Luego de las consultas 
que hicimos, fundamentalmente con el señor Senador Michelini, quien había seguido más de cerca el 
proyecto anterior -en la Comisión nos dividíamos las especializaciones de los temas- el asunto tuvo un 
trámite normal. Lo que se hizo fue introducir el tema en el Plenario, votarlo y nada más. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber por qué la señora Senadora Percovich informó un proyecto de ley 
que había sido redactado por el señor Senador Abreu. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si no me equivoco, en el año 2008 era coordinadora de Bancada, y si bien no 
recordaba que lo había informado, puedo decir que seguramente lo hice como hace uno tantas cosas, 
por la responsabilidad que siente de dar seguridad a los demás Legisladores en cuanto a que era un 
proyecto de ley con el que se facilitaba la aplicación de la ley de procesos concursales. Aclaro que 
muchas veces asumí la responsabilidad de informar proyectos en la Comisión de Constitución y 
Legislación y destaco que en especial hice consultas con el señor Senador Michelini para saber si 
estábamos de acuerdo, y a ambos nos pareció que la propuesta del señor Senador Abreu era 
oportuna. 


SEÑOR PASQUET.- Cuando trascendió públicamente que una sentencia del Tribunal de Apelaciones 
en lo Penal de 3er. Turno había dispuesto la clausura de los procedimientos seguidos en la causa del 
Banco de Montevideo, invocando como fundamento jurídico la derogación del artículo 76, se produjo 
una conmoción pública -creo que no estoy exagerando- que disparó el interés de la prensa acerca de 
las circunstancias en las cuales se había votado la Ley N* 18.411, que precisamente derogaba este 
artículo y en cuyo mérito, reitero, el Tribunal clausuró el proceso tan sonado e importante. Entre las 
declaraciones hechas a la prensa en esos días, recuerdo una especialmente relevante, o sea, las de la 
ex Senadora Percovich por el papel importante que había tenido en toda la Legislatura anterior, por su 
condición de coordinadora de Bancada, y por la jerarquía que tuvo su desempeño en el Senado 
durante todos esos años. Concretamente, decía nada menos que se sentía indignada por haber sido 
engañada por poderosos intereses económicos que habían actuado subrepticiamente. Luego, hacía 
referencia a estudios de abogados muy inteligentes que asisten a los delincuentes de cuello blanco, 
buscando todos los intersticios de la ley. Debo decir que daba la sensación de que se sentía víctima de 
una suerte de operativo, aunque aclaro que no sé si utilizó esta palabra en sus declaraciones o si es 
algo que se desprende del contexto. La ex Senadora Percovich dijo “aquí no hay inocentes”, y esta 
expresión fue utilizada por la prensa para titular algunas notas sobre el caso. En un principio, esto fue 
dicho por la ex Senadora en el programa periodístico de Sonia Breccia; luego fue repetido casi 
íntegramente en el diario La República, y después también apareció como referencia central de una 
nota de opinión en el semanario Voces del Frente. Lo cierto es que la opinión dada por la ex Senadora 
en términos tan fuertes repercutió en la prensa y fue objeto de comentarios diversos. Por tanto, le 
pediría que explicara el sentido de sus palabras y en qué se fundamentaron sus apreciaciones sobre 
los hechos que estamos investigando. 


SEÑORA PERCOVICH.- El propio Senador Pasquet señaló los hechos: se produjo una conmoción en 
el momento en que la prensa da la noticia. Como los Senadores saben, estoy fuera del Parlamento y 
no he tenido oportunidad de conversar con el resto de los integrantes del Senado o de mi Bancada 
sobre este tema y, realmente, cuando recibí la primera llamada de una periodista, no sabía de qué ley 
me estaba hablando. Tan poca importancia le dimos en ese momento a esa derogación que 
simplemente lo tomamos como un trámite. 


Luego, comenzando a reconstruir, empecé a recordar algunos hechos, pero otros, no; por 
ejemplo, no recordaba que yo había sido miembro informante del proyecto. 


En lo personal, me impactó mucho -quizá por lo mismo que llevó a la conmoción pública que 
se registró- porque el caso de los hermanos Peirano Facio lo viví en la Cámara de Representantes, en 
todas las instancias de recepción de las personas que fueron víctimas de las maniobras que realizaron. 
Lo que especialmente me molestó fue el hecho de que hubieran sido liberados esgrimiendo un 


argumento real, elevando un recurso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Digo esto 
porque a pesar de no ser abogada, siempre integré la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado y su homóloga de la Cámara de Representantes, y quienes fueron mis compañeros saben que 
mi única especialidad era trabajar sobre el tema de la adecuación de la legislación en lo que a los 
instrumentos ratificados por nuestro país se refiere. Fue así que el uso de ese recurso me molestó 
mucho porque también, durante diez años, tuve ocasión de integrar, junto con el Senador Moreira, las 
comisiones que tienen que ver con la seguridad ciudadana en las que se abordaba la situación de 
miles de presos uruguayos que se encontraban en esas mismas condiciones. Entonces, sin haber 
mediado información alguna, dado que se trataba de gente muy poderosa, de mucha plata, que podía 
pagar a estudios y a abogados para defenderlos, la única explicación que encontré fue que esto era 
realmente una especie de trama que se había hecho en la que todos los Senadores resultamos 
engañados. Incluso, llamaba la atención que el tema se había discutido a nivel de la Cámara de 
Representantes. 


Esa fue mi reacción inmediata y mis primeras declaraciones sobre este asunto; de eso se 
trata. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero plantear una duda que se me generó a raíz de una interrogante formulada 
por el señor Senador Gallinal al señor Senador Michelini. En este momento recuerdo que cuando se 
trató este pequeño proyecto de ley con carácter urgente, el contador Astori había solicitado licencia. 


En otro orden de cosas, quiero decir que el señor Senador Michelini hizo referencia a 
permanentes contactos con el entonces Subsecretario del Ministerio de Economía y Finanzas, 
economista Mario Bergara, y a la concurrencia de algunos Senadores -desconozco si pertenecían 
solamente a la Bancada de Gobierno- a la Comisión de la Cámara de Representantes en la instancia 
de aprobación del proyecto. Precisamente, en oportunidad de celebrarse la sesión en la que se 
planteó la cuestión de fueros, el doctor Gonzalo Fernández dio cuenta de que siendo el contador Astori 
Ministro de Economía y Finanzas, se le advirtió que la derogación del artículo 76 podía afectar la causa 
judicial de los hermanos Peirano. Me gustaría saber si este tema formó parte de conversaciones y 
contactos con el economista Bergara  -quien seguramente estaba enterado de esa comunicación del 
doctor Gonzalo Fernández- a efectos de poder reparar en una eventual incidencia en la causa, 
independientemente del estado en que se encontrare después, porque tengamos en cuenta que 
transcurrieron dos años. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que aquí se están confundiendo dos situaciones. Una de ellas tiene que 
ver con que la discusión de la ley sobre procesos concursales tuvo una serie de instancias abiertas en 
la Cámara de Representantes, en la Sala Paulina Luisi y algunos de nosotros asistimos a esas 
sesiones; es más, el proyecto de ley había sido presentado en el período anterior, durante el Gobierno 
del doctor Batlle, y no tuvo aprobación. En lo personal, en ese proceso me resultó particularmente 
interesante ver cómo se discutía con todos los actores involucrados. Otra cosa es la redacción de la 
ley; ahí no estuvimos involucrados los que, por lo menos, habíamos participado de esas instancias en 
la Sala Paulina Luisa que, como dije, eran abiertas inclusive a otros actores que no tenían nada que 
ver con los Legisladores. 


Del hecho que señala el señor Senador Moreira me enteré también por todo ese cúmulo de 
información que recibimos después por la prensa. 


SEÑOR GALLINAL.- La respuesta que le dio al señor Senador Pasquet la ex Senadora Percovich, es 
lógica porque, por otra parte, es la primera reacción que todos tenemos ante una noticia que nos 
sorprende. Después, cuando analizamos con detenimiento cómo fue todo el proceso, muchas veces 
llegamos a conclusiones diferentes. Me parece que esas declaraciones lejos están de descalificar su 
persona o su actuación; además, todos tuvimos oportunidad de compartir con la ex Senadora unos 
cuantos años aquí y sabemos qué tipo de persona es. 


A la luz de todos estos acontecimientos, quisiera saber si la ex Senadora Percovich cree que 
esa segunda ley de la que fue miembro informante, no debió haberse aprobado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Ese es un hecho, un fait accompli. En aquel momento realmente no teníamos 
elementos. Si hubiéramos tenido un mínimo indicio de que esto podía tener esa consecuencia, aunque 
hubiera dos bibliotecas al respecto, por lo menos en mi calidad de coordinadora hubiera citado 
inmediatamente a mi Bancada para evaluar este tema, y después seguramente se hubiera coordinado 
con el resto de los partidos políticos. Lo que sucede es que realmente no lo tuvimos en cuenta porque 
nos pareció, al igual que sucede con otras leyes, que era una derogación de trámite. 


La Comisión Especial sobre Lavado de Activos y Crimen Organizado -los señores 
Senadores Moreira y Saravia la recordarán porque también la integraron- por ejemplo, analizó un 
proyecto de ley muy complejo. En ese caso, el texto contenía una cantidad de derogaciones en los 
artículos finales, y después que lo aprobamos recibimos otro proyecto de ley que reponía algunos de 
los artículos que habíamos derogado. En aquella oportunidad me puse a estudiar y recuerdo que hice 
un comparativo para ver por qué se reponían, incluso algunos de los delitos que se habían derogado. 
También llamé al doctor Díaz -actual Juez de Crimen Organizado- para que me dijera si era correcto lo 
que nos había enviado el Poder Ejecutivo, y él me ratificó que era correcta la nueva puesta en marcha 
de algunos artículos porque habían sido derogados erróneamente. Pero este otro caso, en el Senado 
pasó sin pena ni gloria ni sospecha de ningún tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ex Senadora Percovich mencionó las instancias que se llevaron a cabo en 
la Sala Paulina Luisa respecto al análisis del proyecto de ley relativo al proceso de concursos. En torno 
a ese proceso que tiene que ver con las derogaciones -hay argumentos muy contundentes 
relacionados con el tema de la derogación de los artículos de la Ley N* 2.230, en particular los que 
efectuó el doctor Langón- me gustaría saber si en el momento en que se habló del artículo 248 de la 
Ley N* 18.387, que refiere a fraudes concursales -Capítulo I1l, Título XIV, Disposiciones Penales- no se 
dijo que el artículo 253 estaba dando por tierra lo dispuesto por la Ley N* 2.230. ¿No se discutió ese 
tema? ¿Se habló con algún especialista? Pregunto, porque después de eso viene un proceso muy 
claro en el que las derogaciones son de trámite. Insisto en si en ese proceso no hubo algún tipo de 
discusión sobre las disposiciones penales del Capítulo 111. 


SEÑORA PERCOVICH.- No que yo recuerde. No concurrí a todas las sesiones porque no hay que 
olvidar que el tema se estuvo discutiendo durante dos años. lba a las que podía y que no coincidían 
con las Comisiones del Senado. 


Creo que incluso la parte de redacción legal fue posterior, a nivel del Poder Ejecutivo, no en 
ese proceso de discusión con los distintos actores que iban a estar de alguna manera afectados, y con 
las propias Cátedras. 


Si mal no recuerdo, aquí, en la Comisión de Constitución y Legislación se plantearon algunas 
sugerencias de modificación. El economista Bergara y diría que casi todos los integrantes del equipo 
que trabajó en ese proyecto de ley, nos pidieron que no le hiciéramos ninguna modificación. Hubo 
algunas sugerencias de modificaciones -no recuerdo si eran derogaciones- y se nos pidió que no las 
hiciéramos porque el acuerdo que se había logrado en la Cámara de Representantes había sido muy 
dificultoso. Por tanto, todos dijimos que si había que hacer alguna modificación, en el momento de 
aplicación de la ley veríamos si eran necesarias. No recuerdo que habláramos de derogaciones. 


SEÑOR AMORÍN.- Tenemos más o menos claro que las declaraciones de las distintas personas son 
parecidas; se trabajó mucho en la primera ley y había que hacer algunas modificaciones, pero 
quedaron en el camino porque era necesario que la ley se aprobara. Luego, cuando se estaba 
tratando el tema del CASMU en una sesión de la Cámara de Senadores, aparece este segundo 
artículo con algunas derogaciones que tenían que ver con la Ley de Concursos aprobada poco tiempo 
antes. 


Como la señora Percovich sabe, tengo alguna experiencia parlamentaria y del lado del 
Gobierno. Cuando se me presentaba algún tema como este, yo consultaba al Poder Ejecutivo. En este 
tipo de trabajo, normalmente el Poder Ejecutivo tiene más herramientas que las que tenemos 
nosotros, por lo menos, la Bancada de Gobierno; la oposición se defiende como puede. La pregunta 
es si no consultaron a nadie en ese momento. ¿Lo veían como una cosa sencilla y se dijeron 
“Votémoslo”? 


SEÑORA PERCOVICH.- La verdad, no recuerdo. Generalmente, eso es algo que hacía yo 
sistemáticamente: ver si había o no acuerdo; si le queríamos hacer alguna modificación, consultaba al 
Ministro correspondiente o a quien fuera. Repito, no lo recuerdo. 


Me parece que si hubiera querido hacer alguna consulta, la hubiera hecho con quien el señor 
Senador Abreu decía que había hablado; en todo caso, le hubiera preguntado si era verdad que había 
conversado con él, pero honestamente no lo recuerdo. Sería una mentira afirmar que yo hice eso. Lo 
que sí recuerdo es que hablé sobre el tema con el señor Senador Michelini porque era quien había 
estado más en contacto con el equipo económico, y él me dijo “Acá está el tema del CASMU. Vamos a 
aprobarlo porque si se trata de que la ley se ponga rápidamente en marcha, está bien, votemos esto y 
ya está”. Entonces, todo el trámite fue muy rápido y la verdad es que me descansé en quien había 
estado más involucrado en el tratamiento del tema con el equipo económico. 


SEÑOR BARÁIBAR.- La señora Margarita Percovich ha sido clara en sus apreciaciones, pero me 
gustaría que quedara más negro sobre blanco lo relativo a sus declaraciones explosivas de los 
primeros días porque, por ser quien es y como lo han señalado aquí otros señores Senadores, su paso 
por ambas Cámaras del Parlamento han dado la pauta de su reconocida solvencia y responsabilidad 
para asumir la tarea legislativa, además de su honestidad para manejarse en todo lo que es el difícil 
mundo de la política. Por esas razones, insisto en que sus declaraciones impactaron. Como quiero salir 
de esta reunión con más convicción, me gustaría saber si esa reacción suya del primer momento, casi 
explosiva, fundamentalmente estaba ligada -hasta ahora no lo había escuchado de nadie- a la 
indignación que le produjo la acción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para lograr la 
excarcelación de los hermanos Peirano. Hago la pregunta teniendo conocimiento, además, de que 
usted ha trabajado, que conoce cuál es la función de ese organismo, que no sería precisamente ese 
tipo de delitos que deberían tener tal tratamiento y que, precisamente, lo que puede haber habido atrás 
para lograr que eso se hiciera en un tiempo bastante reducido fue lo que asoció con los hechos que 
posteriormente tuvieron como consecuencia la derogación de los artículos que se han mencionado. 


Quisiera que nos explicara un poco más cuál es la mecánica de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y qué apreciación se hizo cuando eso ocurrió. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, me dolió mucho que un abogado joven, que había sido mi asesor 
en temas de derechos humanos, asumiera la defensa con esa acción. Me pareció que eso no se había 
hecho por otros presos que estaban en las mismas condiciones y que eran mucho más vulnerables. 
Entonces, dije que realmente creía que las personas que tienen más poder, dinero, etcétera, gozan de 
prerrogativas aun en este caso. Me pareció que había un desbalance, más allá de que tuvieran 
derechos igual que muchos otros, y me resultó bastante indignante. Tuve eso “atragantado” -lo digo 
entre comillas- mucho tiempo. Además, al ver que se había utilizado la rapidez del trámite en algo que 
nos parecía que era lógico en ese momento y que tuviera ese resultado, más allá de que haya dos 
bibliotecas en la interpretación -no lo sabía; todo eso viene después- mi primera reacción fue de 
indignación. Preguntada por una periodista, lo dije. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie tiene más preguntas que hacer, agradecemos la presencia de la 
señora Margarita Percovich en esta Comisión. 


SEÑORA PERCOVICH.- Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 24 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


